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1. INTRODUCCIÓN 

 

El trabajo pretende analizar el impacto de la Política de Defensa y Seguridad 

Democrática (PSD) adelantada durante el gobierno de Álvaro Uribe Vélez (2002-

2006, 2006-2010) en los municipios denominados inicialmente como “zonas de 

rehabilitación y consolidación” (ZRC), observando la relación entre la biopolítica y 

la estructura productiva de dichas regiones durante la implementación de esta 

política. 

 

En este sentido, analizaremos las prácticas, procesos y racionalidades políticas 

tendientes a administrar, regular y decidir sobre la vida humana como elementos 

constitutivos del ejercicio de lo político y su relación en el ordenamiento 

económico, como objeto de consolidación último en los municipios de los Montes 

de María, basándonos en los conceptos de gubernamentalidad (Foucault, 1999, 

2006, 2007) y en la figura del campo (Agamben, 1998, 2001b, 2010) que toma 

como analogía a los campos de concentración, trabajo y exterminio como 

paradigmas biopolíticos que operan en la racionalidad política actual para el 

control sobre la población y el territorio, como la matriz oculta del espacio político 

en que vivimos. 

 

La PSD ha sido fuertemente cuestionada porque a pesar de sus logros en materia 

de seguridad ha sido señalada de violar sistemáticamente los derechos humanos, 

casos que se han justificado como excepciones en virtud de la política misma que 

buscaba rehabilitar el territorio y consolidar un nuevo orden1. Por lo tanto, nos 

interesa analizar de qué manera en Colombia el paradigma de seguridad y del 

riesgo, y las prácticas excepcionales (prácticas homicidas y violación de DDHH) 

en los municipios de los Montes de María, inicialmente declarados ZRC en el 2002 

y en los cuales hubo un reordenamiento productivo a nivel regional (principalmente 

                                                           
1
 http://www.semana.com/nacion/articulo/seguridad-democratica-enciende-debate/113692-3 
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en el uso y concentración de la tierra), permitió practicas articulatorias de inclusión 

y exclusión de los seres humanos en tanto seres vivientes con el objetivo de 

reorganizar la actividad productiva en dicha región. 

 

2. OBJETIVOS 

 

2.1. OBJETIVO GENERAL 

 

Analizar cómo bajo la aplicación de la Política de Seguridad Democrática, desde 

un enfoque biopolítico de administración de la población y el territorio, hay relación 

entre la gestión de la criminalidad y la configuración de la estructura productiva en 

la región de los Montes de María. 

 

2.2. OBJETIVOS ESPECIFICOS 

 

- Analizar el conflicto de la región de los Montes de María a partir de la 

puesta en marcha de la PSD. 

- Indagar la correlación del desarrollo económico de los Montes de María con 

la violencia de la región. 

- Analizar la región de los Montes de María como ejemplo del paradigma 

biopolítico moderno del campo. 

- Analizar la excepcionalidad como mecanismo en favor del desarrollo 

económico. 

 

3. ESTADO DEL ARTE 

 

Es importante observar la variedad de enfoques bajo los que se observa la PSD. 

Inicialmente se destacan los dilemas bajo los que se mueve la PSD en su 

incidencia sobre el aumento de violaciones a Derechos Humanos y las eventuales 

articulaciones de la fuerza Pública con grupos ilegales; de igual forma un primer 

acercamiento al enfoque biopolítico de la PSD en cuanto a las practicas homicidas 

y sus funciones normalizadoras en la población; existen también los argumentos a 
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favor que ubican los beneficios de la PSD en materia de seguridad y la 

recuperación del control sobre el territorio; se observa la relación de la PSD en su 

objetivo de fortalecer la economía al proteger la infraestructura y garantizar el 

óptimo funcionamiento de los sectores productivos; y finalmente, la dinámica de la 

guerra y los usos de la tierra en la región de los Montes de María durante el 

tiempo de implementación de la PSD. 

 

En una primera aproximación, se encuentran las investigaciones adelantadas por 

el maestro Francisco Leal Buitrago de los regímenes políticos y su articulación con 

los temas militares y las políticas de seguridad y defensa. En su obra “La 

inseguridad de la seguridad” (2006) donde alcanza a hacer una valoración de la 

PSD,  se hace evidente un primer obstáculo en cuanto a que únicamente se logra 

hacer un análisis de la PSD bajo el primer periodo de gobierno. Sin embargo, es 

posible destacar cómo el autor interpreta la manera directa cómo el presidente 

mismo se ha involucrado en la seguridad, micro-gerenciando y haciéndole 

rendición de cuentas a la Fuerza Pública en cuanto sus resultados. Esta obra 

queda limitada  a su fecha de publicación en donde aún no había salido a la luz 

uno de los principales desaciertos de la PSD: las ejecuciones extrajudiciales o 

“falsos positivos”. Avanzando en este punto, el mismo autor publica “Una visión de 

la seguridad en Colombia” (2011), en donde sí examina con más detenimiento, y 

capacidad de análisis, los problemas derivados de la PSD. Se enuncia con 

claridad cómo, bajo la PSD, con la acción de la redes de informantes o 

“cooperantes” hubo una estigmatización oficial de la población civil, lo que inducía 

redadas masivas, judicializaciones sin fundamento y hasta asesinatos de personas 

inocentes, y donde se constituyeron zonas donde prima la desconfianza frente al 

Estado (Leal, 2011: 14).  

 

Avanzando en el tema, un seguimiento de los denominados “falsos positivos” es el 

que ha adelantado el Centro de Investigación y Educación Popular (CINEP) que 

constantemente actualiza sus bases de datos basándose en las denuncias 
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alrededor del tema. En su informe especial de agosto de 2010, El Legado de las 

Políticas de Uribe: Retos para el Gobierno de Santos, hace un balance ejecutivo 

de la PSD como eje del Estado Comunitario del gobierno de Álvaro Uribe. Si bien 

reconoce que algunos indicadores sobre el conflicto muestran resultados 

importantes en materia de reducción de homicidios y de las acciones bélicas, en 

paralelo expone como punto crítico el aumento de las violaciones a los Derechos 

Humanos al verificar casos y victimas que en su mayoría fueron presentados 

como resultados de acciones en combate.  

 

Más allá de la recopilación de datos que hacen los autores, su interpretación de la 

PSD no se basa más que en exponer un registro de causalidades y efectos que no 

tienen un contraste teórico que permita reflexionar en torno a las racionalidades 

políticas que llevan, por ejemplo, a adelantar políticas medidas conforme a la 

cantidad de muertos efectivos. Tampoco se evidencia una reflexión de trasfondo 

filosofo-político que adelante una comprensión sobre cómo se hace posible, en 

términos reales, que seres humanos se conviertan en seres sujetos a “ser 

cazados” como parte de un ejercicio de gobierno. 

 

Para hacer un aproximación al análisis de cómo se desenvolvió la permisividad de 

las violaciones a los derechos humanos aún bajo la PSD, la profesora Sandra 

Borda detalla en su artículo La Administración de Álvaro Uribe y su Política 

Exterior en Materia de Derechos Humanos: De la Negación a la Contención 

Estratégica (2012) cómo le fue posible al gobierno colombiano adherirse a 

acuerdos internacionales de Derechos Humanos y simultáneamente de forma 

sistemática incumplir dicha normatividad. Borda nos aporta una mirada de cómo 

los falsos positivos y las ejecuciones extrajudiciales se legitimaban tácitamente 

como “costos incomodos”, “excesos” o “daños colaterales” que se debían pagar 

por tener un país seguro. Esta visión nos permite avanzar en dirección a entender 

de qué forma un estado de necesidad (en este caso determinado por un 
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paradigma de seguridad) permitió administrar a la población en cuanto seres 

vivientes para “recuperar un orden” o dar solución a algo. 

Finalmente, en este campo de análisis, está el trabajo de grado de Giacomo 

Criscione (2011) en la Maestría de Estudios Latinoamericanos de la PUJ titulado 

Las prácticas tanatopolíticas en los tiempos de la Seguridad Democrática. En este 

trabajo el autor hace un análisis de las prácticas relacionadas a la PSD que se 

encargaban de aniquilar a la población mediante homicidios, o disciplinarla y 

normalizarla mediante el lenguaje del miedo. Distingue entonces entre unas 

tecnologías de gobierno dirigidas a una “limpieza social” de carácter homicida que 

posteriormente cumple una función normalizadora (“ciclo positivo”) de la población. 

Finalmente, entre otros, deja abierto el interrogante del tipo de relación que se 

establece entre la tanatopolítica y la imposición de las políticas económicas 

neoliberales, a la cual mediante nuestra presente propuesta de investigación sí 

podremos tener una aproximación. 

 

Observando la PSD desde otra óptica, la Fundación Konrad Adenauer (2010), en 

el libro Más allá de la Seguridad Democrática, Agenda hacia nuevos horizontes, 

pone en consideración una variedad de temas que merecen atención 

considerando que esta política generó un ambiente propicio para la inversión 

extranjera y el crecimiento económico interno, y contribuyó a devolverles a los 

ciudadanos la percepción y el disfrute de la seguridad y el control del territorio. 

Destaca la necesidad de un crecimiento elevado, sostenido y equitativo, el impulso 

agroindustrial y la búsqueda de escenarios de integración internacional. 

 

Por otro lado, están las investigaciones de Alfredo Rangel, dirigidas a reconocer 

las bondades de la PSD. Una de las más destacadas opiniones de Rangel sobre 

la PSD están consignadas en su publicación “El éxito de la Seguridad 

Democrática”, la cual hace parte del libro Política de la Seguridad Democrática 

(2010) donde se contrastan también las opiniones del profesor Pedro Medellín. En 

este texto se encarga básicamente de afirmar que la PSD es la que ha colocado al 
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país de puertas a la superación definitiva de la violencia organizada, que el Estado 

ha recuperado la soberanía sobre el territorio y el monopolio de la fuerza, al 

tiempo que ha robustecido su legitimidad en la población agradecida de que los 

hayan liberado de la opresión violenta de grupos al margen de la ley. Agrega 

además que en estos años nunca antes el país había avanzado tanto en los 

indicadores que pueden medir la seguridad, que la confianza inversionista hacía 

Colombia también ha aumentado y permitido obtener una altas tasas de 

crecimiento económico, y que estos avances seguramente serán irreversibles. En 

este panorama que examina de manera demasiado optimista y poco critica la 

PSD, el autor considera que situaciones nacional e internacionalmente 

escandalosas como los “falsos positivos” son apenas un “lunar” (Ibíd.: 79) basado 

en cifras infladas por parte de organizaciones independientes y siempre críticas a 

las políticas gubernamentales.  

 

Un primer estudio sobre la incidencia de la PSD en el crecimiento económico, lo 

hace el miembro de la Junta Directiva del Banco de la República Carlos Caballero 

en su estudio titulado La estrategia de seguridad democrática y la economía 

colombiana: un ensayo sobre la  macroeconomía de la seguridad (2003). En éste 

hace una observación de cómo afecta la presencia de grupos ilegales el 

funcionamiento óptimo de las empresas y los principales sectores productivos del 

país. Observa las evoluciones de los atentados a infraestructuras de energía, 

transporte, oleoductos, entre otros, y los costos en los que se debe incurrir para 

dichas reparaciones. Reafirma el papel que debe jugar la Fuerza Pública en atacar 

a la insurgencia y la prevención de este tipo de ataques a la infraestructura y en la 

recuperación por parte del Estado de la soberanía sobre la totalidad de la 

geografía colombiana. 

 

En estas interpretaciones no es posible entrever la lógica política con la que opera 

de manera irregular la Fuerza Pública mediante directrices esenciales desde el 

poder ejecutivo. De la misma forma no es posible hacer una lectura de la Fuerza 
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Pública y la PSD distinta a la de factores impulsores del desarrollo y de los 

indicadores de seguridad, lo cual deja de lado el trasfondo tanatopolítico y 

biológico en el que operan de forma directa sobre los individuos y su impacto 

sobre el ordenamiento productivo. 

 

Por último, cabe mencionar la investigación realizada por el Instituto 

Latinoamericano para una Sociedad y un Derecho Alternativos (ILSA) titulada 

Montes de María: Entre la consolidación del territorio y el acaparamiento de tierras 

(2012). En esta investigación se hace un análisis de las cifras para observar la 

manera como empresarios, sociedades y particulares se apropiaron de varias 

tierras de la región presionando a la población vulnerada por manos de los actores 

armados ilegales. Al mismo tiempo observa cómo el incremento de la Fuerza 

Pública durante la PSD no devino en mejorar las condiciones de seguridad de la 

región y paralelamente lo que se observó fue un rearme del paramilitarismo en los 

años posteriores a la desmovilización del Bloque Héroes de los Montes de María 

de las ACCU. 

 

4. MARCO TEÓRICO 

 

4.1. LIBERALISMO Y NEOLIBERALISMO EN LA BIOPOLÍTICA: 

GUBERNAMENTALIDAD  

 

4.1.1. Las prácticas racionales y las tecnologías 

 

La noción de práctica se encuentra en el pensamiento foucaultiano de forma 

temprana y hace referencia a lo que los hombres realmente hacen cuando hablan 

y cuando actúan (Castro-Gómez, 2010: 28). No existe nada detrás de ellas 

(ideología, inconsciente, etc.), sino que siempre son manifiestas y su sentido es 

inmanente. El Estado, la locura y la sexualidad no son naturales, sino que son 

objetivaciones de las prácticas gubernamentales, institucionales y médicas que 

emergen en un momento específico de la historia y quedan inscritas en un 

entramado de relaciones de poder. Siempre funcionan en red, no existen prácticas 
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que funcionen de manera independiente, sino que hacen parte de un conjunto de 

relaciones históricas. Por lo tanto, siempre hay que estudiarlas como parte de un 

ensamblaje, de un dispositivo que las articula (Ibíd.). 

 

Las prácticas tienen pues una racionalidad. Funcionan conforme a un sistema de 

reglas que no es directamente visible, pero que siempre está presente en cómo se 

dicen y se hacen las cosas. Dicha racionalidad no es propia de un sujeto 

específico sino de un régimen de prácticas. El concepto de racionalidad en 

Foucault no se inscribe en una teoría de la acción individual, sino que hace 

referencia al modo cómo funcionan determinadas prácticas en la historia. Mientras 

que la acción es propia de sujetos particulares, la práctica hace parte de conjuntos 

o redes dotados de una racionalidad2. 

 

Las prácticas, a diferencia de las acciones, siempre son racionales. Estas están 

compuestas por fines, efectos, estrategias y usos. Por ejemplo, el fin de una 

práctica como la medicación es curar al individuo mediante dosis controladas de 

fármacos, pero esto por lo general no se consigue de forma inmediata; por el 

contrario, esta práctica ha generado un efecto contrario en los pacientes y los ha 

vuelto dependientes de los fármacos y acentúa su enfermedad cuando no los 

reciben. Los efectos no coinciden con los fines, pero esto no significa que la clínica 

sea una institución “irracional”. Por el contrario, su racionalidad se manifiesta en la 

forma de que es capaz de replantear sus objetivos y estrategias en la marcha y 

hace uso de los efectos imprevistos para erigir nuevos fines que no estaban 

contemplados inicialmente (Ibíd.: 32). 

 

Ahora bien, lo que tenemos entonces en Foucault es una visión minimalista de la 

racionalidad. En síntesis, este concepto es utilizado para referirse al 

funcionamiento histórico de prácticas que se han insertado en relaciones de poder. 

                                                           
2
 Lo que hacen las instituciones (ministerios, hospitales, sindicatos, etc.) no son “acciones”, sino prácticas 

que se definen mediante racionalidades. No existen, por tanto, acciones estatales sino prácticas estatales. 
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Estos conjuntos de prácticas son racionales en la medida en que cuentan con 

unos objetivos hacia los cuales va dirigida la utilización calculada  de sus medios y 

donde se eligen estrategias para la articulación apropiada con los fines, o en su 

defecto, el uso de los efectos imprevistos para el replanteamiento de los fines. Es 

en esto último, donde existe la aplicación consciente de unos medios orientados 

por la reflexión y la experiencia para alcanzar unos fines lo que se denomina 

tecnología (Ibíd.: 34). 

 

Existe una imprecisión terminológica en Foucault cuando se refiere al concepto de 

tecnología puesto que lo aborda de manera ambigua en distintas etapas de su 

obra. Pero en cualquier caso, siempre que usa este término se refiere a una 

dimensión estratégica de las prácticas, al modo en que éstas operan dentro del 

poder. Las tecnologías son las que le dan la integralidad racional a las prácticas 

en tanto que son los medios calculados a través de los cuales se podrá cumplir 

con los fines o los objetivos. 

 

Existen básicamente cuatro tipos de tecnologías. En primer lugar están las 

tecnologías de producción que permiten manipular el entorno y transformarlo (la 

rueda, el motor, la agricultura, etc.), y son una intervención razonada sobre el 

mundo material. En segundo lugar están las tecnologías de significación que 

forman sistemas de signos y nos permiten producir sentidos y significados sobre el 

mundo material y las personas. En tercer lugar las tecnologías de poder que 

operan sobre la conducta de los individuos, pero en el sentido de la dominación, 

es decir, el sometimiento racional de éstos mediante la fuerza (esclavitud, tortura, 

etc.). En cuarto lugar están las tecnologías del yo que permiten a los individuos 

hacer operaciones sobre su cuerpo, pensamientos y alma para alcanzar cierto 

estado de felicidad (cuidar de sí mismo, reflexión, meditación, etc.). 

 

Sin embargo, En los cursos Seguridad, territorio y población (2006) y Nacimiento 

de la biopolítica (2007) de los años setenta, se puede observar una aproximación 



 

12 

 

al modo como la libertad hace parte de un quinto tipo de tecnologías: las 

tecnologías de gobierno. 

 

4.1.2. Tecnologías de gobierno y neoliberalismo 

 

Mediante las tecnologías de gobierno ya no se trata solamente de dominar a otros 

por medio de la fuerza, sino de dirigir su conducta de un modo eficaz con su 

consentimiento, lo cual supone la libertad de aquellos que son gobernados. Con 

estas tecnologías es posible diferenciar entre los estados de dominación donde 

impera el ejercicio de la violencia, y las relaciones de poder donde opera la 

libertad. Aparecen como un nuevo conjunto de tecnologías que se diferencian de 

las tecnologías basadas en la fuerza, ya que presuponen la capacidad de libertad 

de las personas, y también se diferencian de las tecnologías del yo puesto que a 

pesar de que los objetivos provienen libremente desde los gobernados, de alguna 

forma son implantados por una racionalidad exterior a ellos mismos.  

 

Mediante las tecnologías de gobierno se puede dirigir la conducta de los demás 

según unas metas no fijadas por ellos mismos, pero sí consentidas y aceptadas; o 

conducir la propia conducta conforme a metas fijadas por uno mismo pero que 

están guiadas por otras metas superiores. Entonces, estas sirven para crear 

estados de dominación política o para favorecer prácticas de libertad (Ibíd.: 39). 

 

Así es como Foucault se ocupará en estudiar el liberalismo como un conjunto de 

prácticas que permite el mantenimiento de unas relaciones asimétricas de poder 

político y económico, pero que a pesar de esto, son consentidas y aceptadas por 

los gobernados. Existe una diferencia con la dominación, ya que el gobierno de la 

conducta no es obligado y las personas están siempre en posibilidad de disentir y 

sublevarse. Pero cuando no lo hacen, cuando hay un estado de dominación 

política que permanece, no es porque el poder opere de forma totalitaria, sino 

porque han surgido ciertas condiciones de aceptabilidad. Por tanto, las tecnologías 
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de gobierno lo que hacen es ayudar a crear o mantener unas condiciones de 

inequidad que son entendidas de manera racional tanto por los gobernantes como 

por los gobernados. Estas condiciones de aceptabilidad están inscritas en las 

aspiraciones, deseos y creencias de las personas, y que ellos mismos se han 

inoculado a partir del ideal liberal de la libertad económica que les promete 

progreso y la libertad de procurarse una vida mejor. 

 

Para Foucault, gobernar es entonces administrar adecuadamente las riquezas, el 

territorio y las poblaciones3. Se trata de un modelo económico en el que se 

requiere del conocimiento experto de la economía política y se basa en la ciencia 

de gobierno manejada por expertos quienes indican cómo producir la mayor 

riqueza posible, cómo proveer a los gobernados con los recursos suficientes, 

cómo evitar que su fuerza de trabajo se vea disminuida, etc. (Foucault, 1999: 186). 

Fueron entonces los economistas (mercantilistas, fisiócratas, liberales) quienes 

produjeron los discursos con el auténtico sentido del gobierno de la población 

entre los siglos XVII y XVIII (Ibíd.). En un sentido amplio, gobernar no es forzar a 

que los gobernados hagan lo que los gobernados quieren que hagan, sino regular 

la conducta de los gobernados con la aplicación racional de medios técnicos 

apropiados. Gobierno, población y economía política constituyen una serie sólida 

que aun hoy no está disociada (Ibíd.: 195). 

 

Durante las últimas décadas del siglo XX, una nueva forma de Liberalismo, o más 

bien una reinterpretación del mismo, surgió en la forma del Neoliberalismo. Los 

filósofos neoliberales vuelven a los principios fundamentales que ofrece La 

Riqueza de las Naciones de Adam Smith. Considerado como uno de los ejes para 

el capitalismo de libre mercado, Smith describe la necesidad de que la actividad 

                                                           
3
 “La cesura fundamental que divide el ámbito biopolítico es la existente entre pueblo y población, que 

consiste en hacer surgir del seno mismo del pueblo una población; es decir, en transformar un cuerpo 
esencialmente político en un cuerpo esencialmente biológico, en el que se trata de controlar y regular 
natalidad y mortalidad, salud y enfermedad. Con el nacimiento del biopoder, cada pueblo se dobla en 
población, cada pueblo democrático es, al mismo tiempo, un pueblo demográfico” (Agamben, 2000: 88). 
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económica humana sea impulsada por la “mano invisible” del mercado, en lugar 

de alguna institución gubernamental. 

 

Mediante el modelo neoliberal de gobierno se termina la vigilancia y la disciplina 

del Estado benefactor y se crea un “medio ambiente” en el que los gobernados 

pueden moverse con libertad, siendo ellos simultáneamente parte de la “libre 

movilidad de factores”. Refiriéndose al neoliberalismo norteamericano, Foucault 

describe que es el programa de una sociedad donde exista:   

 

… una optimización de los estados de diferencia, en la que se deje el 

campo libre a los procesos oscilatorios, en la que se conceda tolerancia a 

los individuos y las practicas minoritarias, en la que haya acción no sobre 

los participantes del juego, sino sobre las reglas del juego, y, para terminar, 

en la que haya una intervención que no sea del tipo de sujeción interna de 

los individuos, sino de tipo ambiental (Foucault, 2007: 302-303). 

 

La creación de un medio ambiente competitivo supone que la mejor forma de 

hacer que los sujetos se esfuercen por competir es mediante una inseguridad 

generalizada. Un ambiente hostil donde se les obliga a desarrollar estrategias de 

riesgo e innovación que les permitan competir “libremente” en un mercado siempre 

cambiante. La generación del riesgo es por tanto una condición de la racionalidad 

neoliberal, pues la inseguridad es el mejor ambiente para estimular la libre 

competitividad y la adaptación de los individuos. 

 

La creación de este medio ambiente competitivo y de la inseguridad (al desmontar 

el Estado benefactor) está determinada por la privatización de lo público. El papel 

determinante de la propiedad privada convierte a la libertad económica en el 

fundamento de la libertad política y al mercado, entendido como el intercambio de 

bienes y atributos en virtud de transacciones voluntarias, en arquetipo de la 

democracia (Múnera, 2003: 50). 
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4.1.3. Gubernamentalidad, biopolítica y dispositivos de seguridad 

 

Como ya se observó, no se busca anular la libertad de los sujetos, sino conducirla. 

Gobernar significa incidir en la conducta de los otros mediante una intervención 

regulada sobre su campo de acciones y posibilidades. Foucault introduce el 

término de gubernamentalidad para referirse al tipo de tecnologías que hacen 

posible este proceso. 

 

El Estado no es el origen del gobierno, sino únicamente un lugar en el que se 

representa. Una teoría del gobierno nos explica la variedad de instituciones y 

aparatos que hacen del Estado una unidad que sirve de base del gobierno. A 

Foucault le interesó siempre comprender cómo las relaciones de poder pudieron 

concentrarse en la forma de gobierno del Estado, pero sin limitarse a él. Así, esto 

significa que el gobierno antecede al Estado. Mientras que una teoría de la 

gubernamentalidad no parte de la unidad del Estado sino de múltiples practicas 

dotadas de una racionalidad particular. En este sentido, el Estado es una 

objetivación que surgió en un momento determinado de la historia a partir de 

dichas prácticas. Afirma que: 

 

Por gubernamentalidad entiendo el conjunto constituido por las 

instituciones, los procedimientos, análisis y reflexiones, los cálculos y las 

tácticas que permiten ejercer esta forma tan específica, tan compleja, de 

poder, que tiene como meta principal la población, como forma primordial 

de saber, la economía política, como instrumento técnico esencial, los 

dispositivos de seguridad. (Foucault, 1999: 195) 

 

Dicho tipo de poder al que se refiere Foucault es el concepto de biopolítica 

esbozado en La voluntad de saber y Defender la sociedad, como aquel tipo de 

poder que después del siglo XVIII se encargaba ya no de sustraer la vida por 

decisión soberana, sino de producirla y darle forma. Por una parte se encargaba 

de adiestrar a los cuerpos y maximizar sus capacidades para hacerlos más 
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productivos, y por otro se encargaba de regular variables de la población como el 

nacimiento, la muerte, la sexualidad, etc. Pero al no haber una clara 

conceptualización del objeto de intervención que es la “población”, Foucault 

terminará privilegiando su análisis del poder en términos de “gobierno”. 

 

Para Foucault el gobierno no es lo mismo que la soberanía, es decir, el control 

jurídico sobre un territorio y los sujetos que lo habitan: “mediante la ley no se 

pueden alcanzar los fines del gobierno” (Ibíd.: 186). El arte de gobernar4 se ejerce 

sobre los hombres y su interacción con el territorio puesto que estos son los que 

adquieren unos hábitos y costumbres en permanente vinculación con las riquezas 

y recursos que los rodean. 

 

Ya no se trata de imponer las leyes y castigos sobre los hombres que habitan un 

territorio, sino desplegar todo un conjunto de técnicas y tácticas de gobierno que 

permiten al cuerpo social conducirse de tal forma que sus acciones puedan 

generar un aumento de riquezas para el Estado. La población se entiende 

entonces como un conjunto de procesos donde el arte de gobernar se encarga de 

conocer dichos procesos y generar las técnicas que permitan regularlos y 

optimizarlos. De esta forma, es que puede existir un objeto de conocimiento, 

llamado población, que debe ser estudiado por saberes expertos (economía 

política, estadística, medicina, etc.) y que nos permite entender la biopolítica (Ibíd.: 

191-192). En síntesis, el concepto de biopolítica en Foucault, exige primero una 

reflexión de lo que es el “gobierno”, y termina siendo un puente hacia el concepto 

de gubernamentalidad. 

 

Ahora bien, dentro del análisis de Foucault las tecnologías de gobierno tienen 

asidero dentro de lo que él denomina los “dispositivos de seguridad”. Un 

dispositivo es un conjunto racional de prácticas que responde a una urgencia y 

                                                           
4
 “Nacimiento de un arte o, en todo caso, de tácticas y de técnicas absolutamente nuevas” (Foucault, 1999: 

192). 
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que, de manera estratégica, manipula las relaciones de fuerza para direccionarlas, 

bloquearlas, estabilizarlas o utilizarlas (Castro-Gómez, 2010: 66).  

 

Foucault distingue tres tipos de dispositivos que operan con lógicas diferentes: los 

dispositivos jurídicos que se inscriben dentro de la lógica prohibición/permisión y 

crean una serie de restricciones conforme a la ley; los dispositivos disciplinarios 

operan bajo una lógica normal/anormal donde el objetivo es adiestrar física, moral 

y políticamente a los individuos para “corregirlos”; mientras que los dispositivos de 

seguridad no buscan sancionar leyes, ni crear “buenos ciudadanos”, sino gestionar 

un rango tolerable de fenómenos desestabilizadores, es un cálculo de riesgos y 

costos (Foucault, 2006: 21). 

 

Por tanto lo que hacen los dispositivos de seguridad no es clasificar y eliminar 

elementos disociables, sino detectar grupos de riesgo que deben ser gobernados. 

Se trata de una lógica aceptable/inaceptable en términos de calculabilidad 

económica y política (Castro-Gómez, 2010: 68). Todo aquello que represente un 

riesgo debe mantenerse en un intervalo aceptable que no genere inestabilidad en 

la población y en el gobierno. 

 

Los dispositivos de seguridad operan en espacios determinados. En un territorio 

no solo se deben cumplir las leyes y ordenanzas sino que se debe garantizar la 

circulación de personas y mercancías. También el Estado debe permitir la 

movilidad de las personas dentro de los límites impuestos por él mismo para 

procurar la producción de riquezas. Pero dentro de estos espacios debe existir una 

gestión de dichos flujos de trabajadores, mercancías, grupos de riesgo, etc., por lo 

que aparecen múltiples técnicas que se encargan de ejercer el gobierno sobre la 

circulación para conocerla y maximizar sus elementos deseables y minimizar sus 

elementos indeseables. De esta forma es como puede existir contrabando, crimen, 

enfermedades, pero ejerciendo un gobierno sobre las variables, en otras palabras, 

una gestión del riesgo.  
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Pero la intervención no se hace de manera directa. Todo se hace mediante una 

“acción a distancia” en las que en lugar de afectar a los individuos, se opera sobre 

su medio ambiente y sus condiciones de vida como población (Foucault, 2006: 

41). El objetivo último de los dispositivos de seguridad es producir las condiciones 

de existencia de la población, en términos de natalidad, mortalidad, salud, trabajo, 

etc., para ejercer un gobierno económico sobre su conducta (Castro-Gómez, 2010: 

74). 

 

De lo que se trata no es de imponer conductas por la fuerza ni de disciplinar a los 

individuos, sino permitir la libre actividad y movilidad de la población dentro de los 

límites aceptables y regulados, calculando incluso los peligros y riesgos que dicha 

libertad conlleva. Entonces todo aquello que se puede considerar “peligroso” debe 

gestionarse gubernamentalmente para mantenerlo dentro de un rango en el que 

se puede dejar actuar dentro de ciertos límites. 

 

4.2. EL CAMPO COMO PARADIGMA BIOPOLÍTICO MODERNO 

 

4.2.1. Riesgo, estado de necesidad y estado de excepción 

 

Como ya se dijo anteriormente, la generación del riesgo es una condición de la 

racionalidad neoliberal, pues la inseguridad es el mejor ambiente para estimular la 

competitividad y el autogobierno. Es necesario identificar un riesgo, una amenaza, 

un enemigo constante que permita operar a la razón de Estado en forma 

excepcional. La excepción supone un desorden que requiera una facultad ilimitada 

para su restitución, es decir, un desorden suficientemente capaz de suspender el 

orden jurídico constitutivo. 

 

Sin embargo “la tendencia del Estado de derecho a regular lo más a fondo posible 

el estado de excepción no entraña sino el intento de circunscribir con precisión los 

casos en que el derecho se suspende a sí mismo” (Schmitt, 2009: 19). El estado 

de excepción contiene en su interior una paradoja de derecho que 
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simultáneamente protege y suspende al individuo. Una pretensión de regular por 

ley aquello que no puede ser normado.  

 

Giorgio Agamben denota el contraste que tiene el Estado de excepción con el 

derecho y su carácter biopolítico:  

 

“Si la excepción es la estructura de la soberanía, ésta no es, entonces, ni 

un concepto exclusivamente político, ni una categoría exclusivamente 

jurídica, ni una potencia exterior al derecho (Schmitt); ni la norma suprema 

del orden jurídico (Kelsen): es la estructura originaria en que el derecho se 

refiere a la vida y la incluye en él por medio de la propia suspensión.” 

(Agamben, 1998: 43) 

 

El estado de excepción se fundamenta en la necesidad. Debido a que el orden lo 

necesita, se declara el estado de excepción y se suspende el derecho. Haciendo 

una revisión de la literatura jurídica afirma que “la necesidad no tiene ley, lo que 

debe entenderse en dos sentidos opuestos: la necesidad no reconoce ley alguna y 

la necesidad crea su propia ley” (Agamben, 2001b: 40). En cualquiera de los 

casos el estado de excepción es resuelto con base al estado de necesidad, “de 

manera que un juicio sobre la existencia de éste agota el problema de la 

legitimidad de aquel” (Ibíd.). Hay muchas cosas que por necesidad se llevan a 

cabo contra la regla y pretenden mostrarse como lícitas. Pero más allá de hacer 

parecer como lícito lo ilícito, la necesidad opera como justificación de la 

transgresión en un caso específico mediante la excepción (Ibíd.: 41). 

 

La necesidad surge de casos particulares en los que es preciso poner remedio a 

una situación en la que el soberano deba ser el intérprete de qué es nocivo y qué 

no y tome la decisión de suspender la ley. Se presenta así la necesidad dentro del 

Estado de excepción, como una zona ambigua e incierta donde los procedimientos 

de hecho se convierten en derecho; donde lo que surge de transgredir la norma, 
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se vuelve la norma; y que se desprende de un juicio subjetivo que busca 

instaurarse como un dato objetivo, porque “obviamente sólo son necesarias y 

excepcionales aquellas circunstancias que son declaradas como tales” (Ibíd.: 69). 

Por tanto, de cualquier forma, “el recurso a la necesidad implica una valoración 

moral o política mediante la cual se juzga el orden jurídico, y se le considera digno 

de ser conservado o potenciado, incluso al precio de su eventual violación” (Ibíd.: 

47). En periodos críticos la alteración del orden constitucional estaría explicada por 

la necesidad de enfrentar un peligro o restaurar la normalidad, lo que supone un 

poder soberano más fuerte que además es quien toma decisiones a su propio 

juicio conforme a quien considera son los enemigos.  

 

Tal como lo afirma Schmitt (2009: 13), “soberano es quien decide el estado de 

excepción”, aquella situación donde “mientras el Estado subsiste, el derecho pasa 

a segundo término” (Ibíd.: 17) en virtud de su propia conservación. Entra aquí en 

discusión cómo el poder soberano considera a su juicio si una situación se ajusta 

a la norma o si se considera un caso excepcional, por lo tanto, en última instancia 

lo que prima es la decisión sobre la situación misma: “lo excepcional es lo que no 

puede subsumir; escapa a toda determinación general, pero, al mismo tiempo, 

pone al descubierto en toda su pureza un elemento específicamente jurídico, la 

decisión” (Ibíd.: 18). 

 

El poder soberano estima aquello que considera importante y necesario de darle 

tratamiento. Evalúa bajo su propio criterio aquello que se sale del ordenamiento 

normal y debe ser corregido. Toda norma general requiere que las relaciones 

vitales a las cuales ha de ser aplicada efectivamente y que han de quedar 

sometidas a su regulación normativa, tengan configuración normal. No existe una 

sola norma que fuera aplicable a un caos. Es menester que el orden sea 

restablecido, si el orden jurídico ha de tener sentido (Ibíd.). 
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Se establece como un deber retornar una situación normal, y soberano es quien 

con carácter definitivo decide si la situación es, en efecto, normal. La soberanía 

del Estado es en sí un monopolio de la decisión, en la que la violación de las leyes 

estriba en su propia voluntad. La inmutabilidad de la legalidad se ve irrumpida por 

una intervención “milagrosa” que se materializa mediante el estado de excepción. 

En el mundo se da el milagro gracias a la intervención directa de la divinidad que 

irrumpe las leyes naturales y también se da el Estado de excepción por la 

intervención directa del orden jurídico por parte del soberano (Ibíd.: 37). 

 

Lo anterior cobra sentido si contamos con la afirmación de Schmitt (Ibíd.) de que 

todos los conceptos centrales de la moderna teoría del Estado son conceptos 

teológicos secularizados. La decisión se separa de la norma jurídica y, 

paradójicamente, la autoridad demuestra que para crear derecho no necesita tener 

derecho. Simplemente necesita de una situación que justifique la suspensión del 

mismo y permita la constitución de un nuevo orden.  

 

4.2.2. Inmunización y excepción como forma de gobierno 

 

El objeto propio de la biopolítica es la Nuda Vida (zoé), término que usaban los 

griegos para describir “el simple hecho de vivir” y que aplica para todo ser que 

tenga una existencia físico-natural, distinto a la vida cualificada (bios), que 

indicaba la “forma o manera de vivir propia de un individuo o grupo” (Agamben, 

1998: 9). 

 

El objeto del poder soberano no es la forma de vida del ciudadano, investida por 

derechos, sino la Nuda Vida; aquella vida del Homo Sacer, expuesta al control 

biológico por una fuerza de corrección, de encierro o de muerte donde  “el 

soberano es el punto de indiferencia entre violencia y derecho, el umbral en que la 

violencia se hace derecho y el derecho se hace violencia” (Agamben, 1998: 47). 

En este mismo sentido, la biopolítica puede pensarse como la capacidad que tiene 
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el poder para regular la vida pero también puede pensarse como “tanatopolítica”, 

es decir, cómo aquella política dispuesta a negar la vida o producir muerte. Así, al 

hacer un análisis de la soberanía del poder, Agamben (2000: 87) afirma que al 

analizar grandes Estados totalitarios, “la absolutización del biopoder de hacer vivir 

se entrecruza con una no menos absoluta generalización de hacer morir, de forma 

tal que la biopolítica pasa a coincidir de forma inmediata con la tanatopolítica”. 

 

Al respecto Bauman (2008: 65) dice que “tanto si el carácter del delincuente es el 

resultado de unos genes defectuosos como si es consecuencia de haber sido 

criado en una cultura antisocial, el producto es el mismo: una persona inaceptable, 

imposible de reformar, que se sitúa a sí misma fuera de la comunidad civil”. Y aquí 

bien afirma Schmitt (1991) que cualquier antagonismo religioso, económico, étnico 

o cualquier otro se convierte en un antagonismo político lo suficientemente fuerte 

como para agrupar a los hombres en amigos y enemigos, y donde el papel del 

Estado también es preocuparse por la “homogeneidad del pueblo” distinguiendo a 

los “enemigos internos”. 

 

Actualmente, en función de aquella excepción, para Agamben (2001a) en la 

actualidad la seguridad ha devenido en principio básico de toda actividad estatal y 

único criterio de legitimación política; y para Schmitt (1991), al Estado en su 

condición de unidad esencialmente política, le es inherente la posibilidad de 

determinar por propia decisión quién es el enemigo y cómo combatirlo. 

 

Se afirma que, “conforme a una tendencia activa en todas las democracias 

occidentales, la declaración del estado de excepción está siendo progresivamente 

sustituida por una generalización sin precedentes del paradigma de la seguridad 

como técnica normal de gobierno” (Agamben, 2001b: 44). Lo que significa que los 

mecanismos de excepción cada vez funcionan más como una práctica 

generalizada del Estado sin necesidad de recurrir a la suspensión formal del 

derecho. Y en este sentido, la autoridad soberana de dar muerte se ejerce en 
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cualquier momento con el único respaldo de ser la respuesta a una necesidad o 

amenaza. En este sentido “la finalidad del acto de gobernar está en garantizar la 

seguridad como respuesta a la incertidumbre, a la amenaza, el peligro, al riesgo” 

(Vega y Ceballos, s.f.: 05). 

 

El Estado puede interpretarse como un cuerpo político con características 

biológicas que responde a un sinnúmero de síntomas que obstaculizan su 

desempeño y que reconoce enfermedades y amenazas aún antes de que éstas 

existan. Dentro de su cálculo de riesgos mediante los dispositivos de seguridad le 

es posible prever aquello que sobrepasa un margen aceptable y activa un sistema 

inmunológico. Así “la función de la inmunización es la protección, en este caso de 

la vida del Estado. Para ello necesita anticipar los efectos de la enfermedad vistos 

como amenazas o riesgos, con el fin de evitar daños o alteraciones a su 

funcionamiento” (Ibíd.: 20). 

 

4.2.3. La metafísica de la política y el Estado de excepción como potencia 

 

Para entender con más detalle cómo es posible que exista el Estado de excepción 

y la inmunización, se hace necesario explicar cómo operan los presupuestos 

metafísicos de la política y la forma como ésta opera dentro de un proceso 

interminable e inconcluso hacia una situación ideal. 

 

En toda sociedad existe una creencia en la posibilidad de una organización para 

lograr el bien común y una representación del ordenamiento en el que debe 

conformarse el grupo para obtener ese bien común5. Esta representación del 

orden social deseable o idea de derecho es la fuente primigenia de las normas 

jurídicas. Para Agamben las decisiones que toman los hombres sobre su especie 

están determinadas por la forma como conciben su naturaleza y las formas que 

puede llegar a tener. De esta forma, toda decisión política, jurídica y ética está en 

                                                           
5
 O retomando a Foucault, un “fin conveniente” (Foucault, 1999: 186). 
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función de la concepción que se tenga de su naturaleza como especie y la 

necesidad de hacia dónde quiere llevarla o transformarla y, con ella, a los 

individuos que la conforman. 

 

Toda forma de control político busca el sostenimiento y la unidad del Estado, tanto 

en su forma jurídica como en su gobierno. Esto es algo que no solo sucede en los 

Estados totalitarios sino también en la democracia. Ésta última se asume como 

una forma final del desarrollo de las organizaciones políticas y desde el cual se 

instauran una serie de controles sobre la población para su sostenimiento. 

 

Dentro de esta preocupación por el sostenimiento de la democracia, es donde se 

desarrolla el control biopolítico de la gubernamentalidad, puesto que para 

gobernar es necesario conducir y regular formas de vida específicas en razón de 

una organización social más productiva y un sistema político más efectivo a partir 

de cuerpos económicamente útiles y políticamente dóciles. 

 

Según Agamben, en este aspecto los totalitarismos y el gobierno sobre la 

población de las democracias operan de la misma forma determinando el tipo de 

vida que debe ser vivido y excluyendo lo que no cabe dentro de esta 

determinación. 

 

La relación oculta entre política (territorial o de población) y el derecho 

(poder del soberano) se hace evidente por medio de la excepción, a partir 

de la cual Agamben pretende mostrar que estos enfoques políticos 

mantienen la misma concepción metafísica sobre la vida humana y la vida 

política humana, lo que permite la aparición de fenómenos de exclusión 

como el de Auschwitz. (Carrión, 2007: 48) 

 

Las prácticas políticas y las decisiones jurídicas están fundadas en la concepción 

de una naturaleza humana y su finalidad. Se afirma no solo la necesidad de la ley, 
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sino su obligatoriedad, pues lo que busca la política es la realización de la 

naturaleza humana en una finalidad política ideal. Esta concepción permite excluir 

formas de vida que no cumplan dicha finalidad o inducir por medios de excepción 

su realización. 

 

Para esto, existen varios presupuestos metafísicos que operan dentro de la 

política: No hay fuera de la ley, puesto que ella determina cuál es la naturaleza del 

hombre y qué no formaría parte de dicha naturaleza; La ley es lo normal y todo lo 

que no esté determinado por ella se considera como una anormalidad; La ley es 

soberana y regula todo; Hay violencia legítima y es la indistinción entre el derecho 

y el hecho para salvaguardar la ley; La ley debe cumplirse, puesto que es tradición 

hacerlo sin importar el contenido de la misma (Ibíd.: 54-56). 

 

Se entiende que la potencia humana encuentra su realización en la organización 

política que es el Estado como acto político ideal. Pero Agamben (1998) pretende 

develar que el supuesto lineal entre la potencia y el acto no se cumple, e introduce 

la posibilidad de entender la política desde la potencia sin relación con el acto. En 

otras palabras, todo lo que deja de ser parte de la potencia de no6, continúa 

siendo potencia, no se destruye en el acto y continúa siendo un proceso 

inconcluso. 

 

De esta forma, para entender cómo se excluyen formas de vida que no cumplen 

con la finalidad política ideal y cómo se induce por medios de excepción dicha 

realización, se relaciona a la excepción misma como una indistinción entre la 

potencia y el acto, es decir, un punto medio entre la naturaleza humana como 

potencia y la realización aún no alcanzada del Estado final ideal, como el intervalo 

donde se traslapan el hecho y el derecho.  

 

                                                           
6
 Impotencia, adinamia, estática, etc. 
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La posibilidad de recurrir a la violencia legítima está dada por la necesidad de 

mantener el Estado de Derecho y es el soberano a quien se le ha cedido la 

posibilidad de recurrir a ésta puesto que el Estado de naturaleza sobrevive en él 

(Ibíd: 51). 

  

El Estado de naturaleza es introducido en la sociedad en el poder del 

soberano, pero –como recuerda Agamben-, Strauss señala que Hobbes era 

perfectamente consciente de que el Estado de naturaleza no debía ser 

considerado real, sino más bien como un principio interno del Estado que 

se revela en el momento en el que se le considera como si estuviera 

disuelto. (Carrión, 2007: 57) 

 

Según Agamben, al considerarse el Estado de naturaleza como un supuesto 

teórico que permite sostener el Estado de Derecho no es posible saber cómo se 

pasa del uno al otro, ni establecer linealmente que al entrar este último en crisis 

exista nuevamente el primero. Por tanto, lo que aparece en las sociedades donde 

el Estado de Derecho entra en crisis no es el Estado de naturaleza, sino un Estado 

de excepción donde se sigue sosteniendo la idea de la necesidad de la ley y su 

soberanía, y donde todo es permitido (ibíd.). 

 

Esta misma indistinción se encuentra entre el poder constituyente y el poder 

constituido, en la cual existe una intención propia del liberalismo de regular al 

primero aduciendo que solo es posible si se prevé mediante el segundo. Más el 

poder constituyente, según Agamben, no está determinado por el poder 

constituido sino que siempre es ajeno a éste. Es también una fuerza creativa de 

una capacidad natural en potencia, inconclusa, un acto que no agota su naturaleza 

creativa (Ibíd.: 59). En otros términos, el Estado ideal final, o Estado de Derecho, o 

poder constituido, son Estados que se imponen como la actualización de un fin 

deseable, que siempre tienen un referente de Estado previo inicial, superable, 
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dominable y natural, una potencia a agotar, pero que no se realizan como acto, es 

una indeterminación permanente, por tanto, un Estado de excepción. 

 

El Estado inicial no tiene una relación esencial con el Estado final ni éste es 

la consecuencia necesaria del Estado inicial. Luego la zoé, el poder 

constituyente, el caos, el Estado de naturaleza no son Estados iniciales 

reales que puedan ser superados, sino que se constituyen como supuestos 

de la teoría política moderna que permiten fundamentar el uso de la fuerza 

para mantener un Estado final ideal. (Ibíd.: 60)  

 

El Estado moderno actual o estado de excepción es la transición entre una forma 

de Estado y otra, que muestra al Estado como un proceso de transición constante 

en la lucha por el poder. El campo, como materialización del Estado de excepción, 

aparece en el momento en el que el sistema político del Estado moderno entra en 

una crisis duradera y “decide asumir directamente entre sus funciones propias el 

cuidado de la vida biológica de la nación” (Agamben, 2010: 42). 

 

4.2.4. El campo como espacio biopolítico de la gubernamentalidad 

 

El ideal moderno de encontrar y realizar la naturaleza humana en el Estado de 

derecho se ve cuestionado no solo en la medida de que, junto a la democracia, se 

expande a través de la “regulación de factores desestabilizantes, sino que también 

en la misma idea de naturaleza y finalidad se excluye la posibilidad de múltiples 

finalidades para la naturaleza humana, es decir, no se admiten más formas de 

vida para los humanos distintas a las estipuladas por el ideal” (Carrión, 2007: 61).   

 

Se clasifican y excluyen individuos considerados un riesgo, para mantener un 

índice medio de los mismos dentro de un rango aceptable. Pero simultáneamente 

se interviene el medio ambiente para modificar las condiciones de vida de la 

población y ejercer el gobierno sobre la circulación de la misma, para conocerla y 



 

28 

 

maximizar sus elementos deseables y minimizar sus elementos indeseables. Son 

necesarias estrategias y aparatos de control puesto que “en un mundo en el que 

los individuos naturalmente en riesgo se enfrentan en una competición por el 

poder y el prestigio, el único modo de evitar un resultado catastrófico es el instituir 

entre ellos una distancia suficiente para inmunizar a todos respecto a todos 

(Esposito, 2009: 83). 

 

A la luz de las ideas de Giorgio Agamben, suspender los derechos o prescindir de 

ellos, está justificado por la necesidad de neutralizar un peligro o restaurar la 

normalidad, lo que supone un poder soberano con la capacidad de decisión para 

administrar o regular a los individuos y poblaciones en tanto seres vivientes. Dicha 

suspensión por medio del derecho, e incluso desplazando por vías de hecho el 

marco constitucional, se efectúa en lo que Agamben (1998, 2001b) define como 

campo haciendo una analogía a los campos de concentración, trabajo y exterminio 

como paradigmas biopolíticos modernos que operan en la racionalidad política. El 

campo es el espacio que se abre cuando el Estado de excepción empieza a 

funcionar de forma constante; en él la excepción que supone ser una suspensión 

temporal del orden jurídico, adquiere un sustrato espacial permanente; un espacio 

en el que la ley se viola de forma integral y donde todo es verdaderamente 

posible. Debido a que los campos que funcionaron bajo la Alemania Nazi son 

considerados como los lugares donde sus moradores fueron despojados de 

cualquier condición política y reducidos a nuda vida (pura vida biológica), es el 

absoluto espacio biopolítico que se haya realizado jamás. Por todo esto “el campo 

es el paradigma mismo del espacio político en el momento en que la política se 

convierte en biopolítica y el homo sacer se confunde virtualmente con el 

ciudadano (Agamben, 2001b: 40). En este sentido paradójicamente se defiende la 

vida restringiendo a la vida misma cuando ésta se manifiesta bajo formas 

inaceptables. Se anticipan riesgos y amenazas con la única intención de mantener 

la administración del poder “estableciendo relaciones con formas ilegales que 

combaten pero que necesitan para poder seguir haciéndoles frente con el 



 

29 

 

aparente fin de terminarlas, lo cual se justifica por medio del concepto de 

soberanía” (Vega y Ceballos, s.f.: 22-23). 

 

Según el profesor Edgar Novoa (2003: 467), el capitalismo hereda espacios 

diferenciados y bajo su misma lógica se encarga de re-configurarlos y 

reordenarlos de manera permanente. La dinámica de producción espacial es un 

proceso incesante de desterritorialización y re-territorialización de acciones, 

relaciones, objetos; de creación, mutación, destrucción de lugares y de las formas 

espaciales producto de las antagónicas prácticas sociales. La lógica del desarrollo 

capitalista necesita de producción de espacios absolutos con Estado, 

infraestructura y capital fijo, para expandirse territorialmente o asentarse 

localizadamente. Es un espacio de redes de comunicación, producción e 

intercambio que constantemente encuentra nuevos límites. Entonces tiene que ser 

constantemente transformado y en algunos casos destruido física o 

materialmente, por y para el desarrollo del mismo capital (Ibíd.). Puede operar 

como una máquina biopolítica que, una vez implantada en un espacio geográfico 

determinado, lo transforma en espacio biopolítico absoluto (Agamben, 2000: 89).  

 

El campo es ese territorio espacialmente definido donde funciona el Estado de 

excepción permanente que se reproduce y nunca se agota. Donde operan las 

instituciones, procedimientos, análisis, cálculos y tácticas que permiten ejercer 

poder en la población, reconfigurando su entorno y condiciones de vida en razón 

de un modelo económico. Donde la intervención de la violencia legítima se 

encarga de regular las formas de vida excluidas y los grupos de riesgo, pero un 

riesgo que no debe eliminarse sino controlarse, puesto que la seguridad ha 

devenido en principio básico de toda actividad estatal y único criterio de 

legitimación política, y donde el capital reconstruye los procesos y relaciones en 

favor del crecimiento. El campo no es tanto un espacio de suspensión de la ley, 

sino que es una ley que funciona mediante la excepción. 
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5. CARACTERIZACIÓN DE LOS MONTES DE MARÍA 

5.1. Geografía y demografía 

 

Imagen 01: Mapa de los Montes de María. Extraído de PNUD, 2010.  
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La subregión de Los Montes de María está conformada por los municipios de 

María La Baja, San Juan Nepomuceno, El Guamo, San Jacinto, El Carmen de 

Bolívar, Zambrano, Córdoba (pertenecientes al departamento de Bolívar) y San 

Onofre, Los Palmitos, Morroa, Chalán, Colosó, Ovejas, San Antonio de Palmito y 

Toluviejo (pertenecientes al departamento de Sucre). Cuenta con una ubicación 

estratégica que favorece la comunicación de la región Caribe con el centro del 

país, convirtiéndose en un corredor estratégico de acceso, comunicación y 

conexión entre los mercados locales y regionales, con gran potencial productivo 

en materia agropecuaria, artesanal, pesquera y ecoturística.  

 

En los Montes de María –que tiene una extensión de 6.466 km2-– habitan 

aproximadamente 332.854 personas, según el censo 2005. Además se ha 

presentado una movilización masiva de la población campesina campo hacia las 

ciudades por la presión de actores con intereses particulares mediante la acción 

de los grupos armados. Los departamentos de Bolívar y Sucre presentan índices 

de desarrollo humano inferiores al promedio nacional: en 2005 mientras Colombia 

registró un índice de desarrollo humano de 0,78, el de Bolívar era de 0,77 y el de 

Sucre de 0,73, según el Departamento Nacional de Planeación (PNUD, 2010). 

 

Teniendo en cuenta el censo de 2005, la región registra también altos índices de 

analfabetismo: el 26,8% de su población no sabe leer ni escribir. La cobertura de 

salud es de alrededor del 75% de la población total. Los afiliados al régimen 

subsidiado suman más del doble de los afiliados al régimen contributivo y tan solo 

el 12,8% de las viviendas tiene los servicios básicos de agua, energía y 

alcantarillado. 

 

La subregión tiene las dos quintas partes de la población viviendo en el campo, 

casi el doble del porcentaje de ruralidad del país (Aguilera, 2013: 5). A pesar de 

tener un acceso amplio a recursos naturales como bosques y tierras cultivables, 

presenta altos niveles de pobreza por las deficiencias en el acceso a los servicios 
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básicos domiciliarios (electricidad, agua, alcantarillado), educación, salud y 

empleo. Para el 2005, casi el 70% de la población tienen necesidades básicas 

insatisfechas. Deininger (2004b) citado en Aguilera (2013), por lo general, donde 

la distribución de la tierra es altamente desigual y la tierra productiva es 

subutilizada, coexisten altos niveles de desigualdad y pobreza. 

 

5.2. Conflicto armado 

 

Históricamente la región ha tenido un nivel muy alto de concentración de la tierra, 

lo cual ha desatado un conflicto por la propiedad entre terratenientes y pequeños 

propietarios. Utilizando como medición el coeficiente Gini, municipios como el 

Guamo (de mayor concentración) están sobre el 0.84, siguiendo en el listado 

María la Baja con el 0.78, Zambrano con el 0.70, Córdoba con el 0.66, San Jacinto 

con el 0.62 y El Carmen de Bolívar con el 0.61, entre otros (ILSA, 2012). 

 

Las FARC iniciaron operaciones en la región y se consolidaron en 1993 con los 

frentes 35 y 37 a cargo de Martin Caballero. La aparición de actores armados 

ilegales llevó al territorio a un colapso socioeconómico, con grandes cifras de 

desplazamiento forzado de la población, un aumento de los niveles de pobreza y 

corrupción administrativa cooptada por intereses particulares. Después del 

proceso de descentralización administrativa, la corrupción se acentuó debido a la 

facilidad de que los actores armados ingresaran a la administración local (DNP, 

2011: 32). 

 

Como se puede observar en los gráficos 01 y 02, la dinámica del desplazamiento 

forzado muestra un ciclo de expulsión y recepción de población donde los 

municipios con mayor índice de expulsión son también los que mayor población 

desplazada reciben, como es el caso de los municipios del Carmen de Bolívar, 

San Juan de Nepomuceno y San Onofre. Creando así un flujo de población 
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vulnerable en condiciones precarias y con estándares de vida menores que los de 

la población pobre.  

 

Gráfico 01: Personas expulsadas por desplazamiento forzado. Fuente: Unidad para la Atención y Reparación Integral a las 

Víctimas 

 

 

Gráfico 02: Personas recibidas por desplazamiento forzado. Fuente: Unidad para la Atención y Reparación Integral a las 

Víctimas 
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Dentro de los actores involucrados en este conflicto están también los 

terratenientes, principalmente aquellos que dedican sus grandes fincas a la 

ganadería extensiva con el interés de obtener alta rentabilidad. Por lo general se 

ha reseñado la vinculación de éstos con el surgimiento del paramilitarismo, como 

un instrumento para contrarrestar las tomas de tierras y la presión de la guerrilla, y 

con el interés de recuperar las propiedades que han sido compradas por el Estado 

para promover la desconcentración de la tierra. 

 

 

Gráfico 03: Victimas de abandono o despojo forzado de tierras. Fuente: Unidad para la Atención y Reparación Integral a las 

Víctimas 

 

Aún bajo la PSD, el despojo de tierras en los Montes de María se asocia al 

desplazamiento forzado y a las acciones violentas contra la población campesina 

por medio de amenazas, secuestros, desapariciones, torturas y homicidios. 

Muchas de estas tierras fueron apropiadas y legalizadas con la ayuda de 

funcionarios públicos locales, creando compras y ventas de predios bajo una 

“legalización del despojo” (ILSA, 2012). 
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En el año 1997 aparecieron las autodefensas en la región y se desató una guerra 

clandestina entre guerrilla y paramilitares que dejó en el territorio un gran número 

de masacres y actos violentos, generando desplazamiento masivo de población, 

acentuando la concentración de la tierra y consolidando un modelo latifundista. A 

partir de este año se configuró en la región el ejército paramilitar de las 

Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) a partir de un acuerdo 

con las élites locales (PNUD, 2010). 

 

Con las ACCU se consolidó el proyecto político de Carlos Castaño como una 

nueva doctrina de ejércitos privados en el territorio colombiano. Un proyecto que 

buscaba un nuevo orden social, que se impuso en la región de los Montes de 

María, como en muchas otras regiones del país, y que transformó por completo las 

relaciones de poder: “Impuso una nueva forma de extraer tributos, de regular la 

economía, de administrar justicia, de brindar protección, de organizar la prestación 

de los servicios básicos y de ejercer el monopolio de la coerción”7. 

 

En la región operó específicamente el bloque Héroes de los Montes de María, 

asociado al bloque Norte de las ACCU, con tres frentes: el frente Canal del Dique, 

comandado por alias Juancho Dique (en la zona de María La Baja); el frente 

Montes de María, comandado por alias Rodrigo Cadena (en la zona de San 

Onofre) y el frente La Mojana, comandado por alias Román Zabala (al sur de los 

Montes de María). El fenómeno paramilitar infiltró profundamente la vida política y 

la cultura de la sociedad, dejó una huella por la crueldad de sus métodos de 

ataque contra la población y se aprovechó de la debilidad institucional para 

consolidar un fuerte dominio territorial. 

 

El contrabando ha sido también algo cotidiano en la región, evadir la ley se ha 

convertido en algo usual y que no genera mayor sanción moral. Una gran parte de 

ese desdén hacia la legalidad se debe a que en la región no ha habido un Estado 

                                                           
7
 Duncan, Gustavo (2006). Los señores de la guerra. Bogotá: Editorial Planeta, Fundación Seguridad y Democracia. 
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protector con un sistema político y administrativo fuerte. Por otro lado, lo 

característico ha sido una especie de “gamonalismo rural” en el que las 

instituciones que deben encargarse de la provisión de los bienes y servicios que 

demanda la población son permeadas por una práctica clientelista-electoral, en 

detrimento de un efectivo ejercicio de los derechos ciudadanos. Este 

consentimiento con la ilegalidad y cierto desaliento por el valor de lo público y la 

construcción de un Estado de Derecho han sembrado las bases de una impunidad 

social ya arraigada, que incrementa la fragilidad de su población. 

 

Según el Instituto Latinoamericano para una Sociedad y un Derecho Alternativos 

(2012), históricamente el dominio territorial de la región ha sido disputado por los 

actores armados ilegales debido a su ubicación estrategia como corredor de 

tráfico de armas y estupefacientes, en especial el Golfo de Morrosquillo que se ha 

convertido en una ruta de comercialización de cocaína que se procesa al sur del 

departamento de Bolívar. Los actores armados también introdujeron una 

estrategia de control político, financiando y apoyando campañas electorales, 

cooptando entidades locales para apropiarse con los recursos de los municipios y 

que deberían ser objeto de inversión social. 

 

Desde el año 2002 los Montes de María fueron considerados Zonas de 

Rehabilitación y Consolidación (ZRC) hasta que se declaró la inconstitucionalidad 

de ésta figura. Durante la vigencia de las ZRC, en los Montes de María y en otras 

regiones del país, se incrementó la presencia de la fuerza pública y el número de 

policías y soldados campesinos con la finalidad de desplegar acciones 

contundentes para controlar a los grupos armados ilegales.8 Sin embargo, durante 

la aplicación de la PSD “el Ejército reaccionó e intensificó los combates a la 

                                                           
8 La ZRC está amparada con el decreto 1837 del 11 de agosto de 2002, el cual declaró el Estado 

de Conmoción Interior argumentando la situación de orden público que vive el país. La PSD es el 
marco con el cual el Gobierno Nacional buscó proteger los derechos de los ciudadanos y fortalecer 
el Estado de Derecho mediante la autoridad democrática. Con estas acciones se pusieron en 
operación cuatro brigadas, tres de ellas del Ejército Nacional y una de la Armada y se crearon 
cinco cuerpos de la Fuerza de Despliegue Rápido (FUDRA). 
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guerrilla y, de manera paralela, se desató una guerra sucia, en la que líderes 

sociales empezaron a aparecer registrados como guerrilleros dados de baja, 

según registra el Banco de Datos Noche y Niebla del Cinep” (PNUD, 2010: 15). 

 

 

Gráfico 04: Tasa de homicidio. Fuente: Observatorio del Programa Presidencial de DH y DIH 

 

Es visible que a partir de la puesta en marcha de la PSD, a pesar de haberse 

declarado inconstitucional la figura de las ZRC, la operatividad de esta política 

representó una notable disminución en las tasas de homicidio en la mayoría de 

municipios. Únicamente se observan algunos “picos” en municipios particulares, 

pero la tendencia general es hacia una “regularización” o “equilibrio” de la 

violencia. 
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Gráfico 05: Contactos armados. Fuente: Observatorio del Programa Presidencial de DH y DIH 

 

Sin embargo, a pesar de la disminución de las tasas de homicidio, no se observa 

una tendencia hacia la estabilidad o control de los grupos armados ilegales. Existe 

un ciclo de enfrentamientos que demuestra que no existe una consolidación en el 

territorio, sino por el contrario un fenómeno que permite justificar la continuidad de 

la política de seguridad en la región. La PSD se encarga de estabilizar algunos de 

los indicadores asociados a la seguridad, creando un “medio ambiente” 

perceptiblemente óptimo para el desarrollo productivo y la inversión. Pero el 

control real del territorio permanece aún bajo pequeños grupos, con connivencia 

de autoridades locales9, encargados de direccionar mediante violencia focalizada 

o amenazas los intereses particulares de quienes explotan de manera amplia los 

recursos de la zona. 

 

 

 

                                                           
9
 Grupos paramilitares rearmados siguen operando en las mismas zonas donde mantenía control el Bloque 

Héroes de los Montes de María de las ACCU (ILSA, 2012: 20). 
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5.3. Desarrollo productivo 

 

Los principales problemas que se observan en los Montes de Maria en materia 

productiva es el uso inadecuado de la tierra que está enfocada principalmente a la 

actividad ganadera extensiva. De las 646.600 hectáreas que tiene la subregión, 

para el 2005, el 45% de estas se encuentra ocupada en pasto para el ganado, el 

12% se dedica a la agricultura y el 42% se destina a otros usos (Menco, s.f.: 2).  

 

Históricamente, ha sido una región con vocación agropecuaria, con una fuerte 

cultura y tradición alrededor de los cultivos campesinos de tabaco, yuca, ñame, 

cría de ganado, avicultura, entre otros, actividades todas donde la población tiene 

grandes conocimientos adquiridos en su diario vivir (PNUD, 2003: 17). Pero la 

disputa por la tierra y su uso, que es un tema recurrente a nivel nacional, siempre 

ha cuestionado la rentabilidad de la agricultura practicada por los pequeños 

agricultores, por eso siempre se ha buscado su modernización mediante cultivos 

comerciales (DNP, 2011). 

 

La primera experiencia de una agricultura industrial en Los Montes de María fue la 

del tabaco, que aunque dio riquezas solo para unas pocas personas, se convirtió 

en una de las principales fuentes de empleo para una gran parte de la población y 

trajo bonanza a la región. Ahora, la experiencia industrial ha sido la de la palma de 

aceite, que se estableció en Maria la Baja y ha tenido un impacto diferente al del 

tabaco (Aguilera, 2013). 

 

La industrialización llevó a numerosas familias campesinas a vender sus tierras o 

a arrendarlas. A otros les ofrecieron sembrar la palma en sus tierras con 

acompañamiento y asesoría en el proceso. A algunos incluso les ofrecieron 

comprarles sus tierras y luego darle empleo, propuesta que aceptaron ante las 

dificultades para cultivar y comercializar otro tipo de productos.  
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Sin embargo, el cultivo de la palma de aceite no ha traído mejoras para las 

condiciones de vida de los campesinos y la mayoría de ellos se enfrenta a la 

pobreza. En este contexto varios están “sin tierra y con empleo esporádico y mal 

remunerado y, otros, con toda su inversión puesta en un cultivo de rendimiento 

tardío, mientras los cultivos de pancoger fueron abandonados” (PNUD, 2010: 8). 

 

Los empresarios de palma implantaron relaciones de poder con los campesinos y 

les plantearon negociaciones desventajosas, como la compra y el arriendo de 

tierras a bajo precio o a cambio un empleo de obrero. Sin embargo, los 

monocultivos no desarrollan todo el potencial de la tierra, pueden contar con la 

productividad de la tierra y son rentables para los pocos dueños, pero son poco 

efectivos para la generación de empleo (Aguilera, 2013). La siembra de palma 

trajo consigo la concentración de la tierra y de la producción agrícola, por culpa de 

las políticas que las empresas palmeras trajeron a la región y por la falta de 

incentivos. Además, el cultivo de alimentos bajó aceleradamente, lo que en la 

actualidad pone en riesgo el desarrollo humano y la seguridad alimentaria de la 

población (PNUD, 2010). 

 

Las dificultades para el autosostenimiento de los campesinos y las políticas de 

inversión rural del gobierno que están enfocadas en los cultivos industriales, han 

afectado las posibilidades de desarrollo de la población y acentuado las 

condiciones de conflicto en una región que depende del desarrollo agrícola para 

consolidarse pacíficamente. Las empresas de palma han captado gran parte de 

los recursos del Estado para impulsar el desarrollo del campo, beneficiándose con 

distritos de riego mientras que gran parte de la región sufre la escasez de agua y 

la ausencia de alcantarillado, y además han sido ellos los principales beneficiarios 

de los créditos y asistencia para el agro relegando la inversión en los demás 

municipios. 
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6. DESARROLLO METODOLÓGICO 

 

La vida es imposible de representar de forma perfecta en su complejidad y 

constante cambio puesto que es mucho más grande que las determinaciones y 

definiciones científicas que la ciencia estadística busca imponerle. Pero a pesar de 

esto, la modernidad trajo consigo la estadística como una nueva tecnología de 

poder cuyo objeto es un conjunto de seres vivos. En otros términos, la época 

moderna utiliza a la estadística como tecnología de poder sobre la “población” 

(Foucault, 2006). La gubernamentalidad hizo de la estadística una máquina 

integrante del saber y, como tal, la introdujo dentro del dispositivo del poder y de la 

razón de Estado que se nutrió de ella para potenciar su fuerza. 

 

Cuando la soberanía se articuló con el arte de gobernar, la estadística pasó a ser 

el “conocimiento del Estado en sus diferentes datos, en sus diferentes 

dimensiones, en los diferentes factores de su potencia, y a los que se llamó 

precisamente la “estadística” como ciencia del Estado” (Foucault, 1999: 188).  

 

Mediante esta ciencia se puede observar que la población cuenta con ciertas 

regularidades propias en todo lugar: muertos, nacimientos, trabajadores, 

condiciones de salud, delincuencia, etc. Mediante la estadística se puede 

gestionar un rango de aceptabilidad de la producción de enfermedades, crímenes, 

pobreza, consumo, desempleo, entre otros, y se hace que los seres se organicen 

en espacios donde se delimitan sus relaciones y donde operan los distintos flujos 

de bienes y personas conforme a intereses de poder. 

 

La distribución de recursos y personas hace posible delimitar los procesos y flujos 

a espacios geográficamente específicos, donde la razón de Estado puede operar 

conforme a la gestión del riesgo que requiere para maximizar los factores 

productivos y minimizar los factores que entorpecen el libre desarrollo económico. 

Se conjugan los dispositivos de seguridad mediante la técnica policiva y mediante 
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la gestión de variables e indicadores que afectan las condiciones de vida de la 

población. 

 

La descripción de una realidad compleja donde existen muchas variables se 

simplifica mediante la construcción de uno o varios índices o indicadores que la 

logren resumir. El análisis multivariante de datos proporciona métodos objetivos 

para conocer cuántas variables indicadoras, que a veces se denominan 

componentes, son necesarios para describir una realidad compleja y determinar 

su estructura (Peña, s.f.: 13). Simplifican el análisis al permitir trabajar con un 

número menor de variables y, si las variables indicadoras pueden interpretarse, 

podemos mejorar nuestro conocimiento de la realidad estudiada. 

 

Las técnicas de análisis multivariante tienen aplicaciones en todos los 

campos científicos y comenzaron desarrollándose para resolver problemas 

de clasificación en biología, se extendieron para encontrar variables 

indicadoras y factores en psicometría, marketing y las ciencias sociales y 

[…] [permiten] resumir la información y diseñar sistemas de clasificación 

automática y de reconocimiento de patrones. (Ibíd.: 14) 

 

Es por eso que para ver la compleja correlación entre un gran número de variables 

y la forma como operan en conjunto, se utilizará una técnica estadística que 

permite crear variables “sintéticas” que explican la variabilidad conjunta de la 

totalidad de observaciones con una perdida controlada de información. El objetivo 

central en el análisis de datos multivariantes es la reducción de la 

dimensionalidad: describir con precisión los valores de un número de variables 

mediante un pequeño subconjunto de ellas, reduciendo la dimensión del problema 

a costa de una pequeña pérdida de información. 

 

Cuando se cuenta con una matriz con un número extenso de observaciones y 

variables, es importante describir el conjunto de observaciones utilizando un 
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número menor de dimensiones sin perder información importante. También es 

posible definir un “índice general” combinando todas las variables y que 

cuantifique la situación económica y de seguridad de los municipios que 

pertenecen a los Montes de María, es decir, que resuma la información de todas 

las variables en dos o tres índices generales explicativos.  

 

De esta forma, se cuenta con una técnica que permite tener un número de 

“componentes” para cuantificar la situación general de la región y que será menor 

que el número de variables iniciales. Se ha tomado la información del año 2005 

debido a la aplicación del último Censo realizado por el DANE y donde se cuenta 

con mayor cantidad de información. De igual forma, es este el año en el que la 

PSD ha transcurrido por un periodo suficiente de tiempo en el que ya habría 

incidido directamente en la gestión de los indicadores relacionados con el 

conflicto. Así, podremos observar la correlación entre el impacto de la política de 

seguridad y el desarrollo socio-económico de la región. 

 

6.1. Variables de orden público y de conflicto10 

 

C01- Personas expulsadas   

C02- Personas recibidas  

C03- Tasa de homicidio  

C04- Homicidios 

C05- Homicidio a sindicalistas  

C06- Homicidio de concejales  

C07- Secuestros  

C08- Victimas de abandono o despojo forzado de tierras 

C09- Victimas de acto terrorista/atentados/combates/hostigamientos 

C10- Victimas de amenaza 

C11- Víctimas de delitos contra la libertad y la integridad sexual  

                                                           
10

 Fuentes relacionadas en anexo 01. 
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C12- Víctimas directas de desaparición forzada 

C13- Víctimas indirectas de desaparición forzada 

C14- Víctimas directas de homicidio  

C15- Víctimas indirectas de homicidio  

C16- Minas antipersona/Munición sin explotar/Artefacto explosivo  

C17- Pérdida de Bienes Muebles o Inmuebles  

C18- Víctimas indirectas de secuestro 

C19- Víctimas directas de secuestro  

C20- Tortura  

C21- Desminado 

C22- Incautación de material bélico 

C23- Contactos armados 

C24- Accidente MAP/MUSE (Minas antipersona/Munición sin explotar)  

C25- Incidente MAP/MUSE (Minas antipersona/Munición sin explotar)  

  

6.2. Variables sociodemográficas y productivas11 

 

E01- % Población en condiciones de miseria 

E02- Número de unidades agrícolas 

E03- Número de unidades comerciales 

E04- Número de unidades de industria 

E05- Número de unidades de servicios 

E06- % NBI total 

E07- Población total 

E08- Defunciones 

E09- Índice de población económicamente activa 

E10- Tasa de nivel educativo técnico y profesional 

E11- Tasa de alfabetismo 

E12- Área total (hectáreas) 

                                                           
11

 Fuentes relacionadas en anexo 01. 
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E13- Personas afiliadas al régimen subsidiado 

E14- Personas afiliadas al régimen contributivo 

 

6.3. Análisis multivariante: correlaciones complejas entre orden público y 

desarrollo económico 

 

El análisis multivariante o multivariado es el conjunto de métodos estadísticos 

cuya finalidad es analizar simultáneamente grandes conjuntos de variables. Su 

finalidad es un mejor entendimiento del fenómeno objeto de estudio obteniendo 

información que los métodos estadísticos univariantes y bivariantes son incapaces 

de conseguir.  

 

Este análisis se hace mediante el programa estadístico R Project12 el cual es un 

software libre que permite hacer la programación de las matrices, calcular los 

resultados y generar gráficos de forma automática. Es una interfaz de 

programación donde el usuario tiene la libertad de diseñar las funciones para los 

distintos cálculos que desee hacer. Al ser un software libre, cuenta con la 

participación de investigadores de todo el mundo que crean “paquetes” de 

funciones para aplicar métodos específicos. De esta forma, se utiliza el paquete 

"FactoMineR”13 creado especialmente para hacer análisis de datos exploratorio 

multivariado en R Project. 

 

El análisis de componentes principales es un análisis estadístico que pertenece a 

los denominados métodos multivariantes y se utiliza en multitud de disciplinas para 

interpretar los datos. Este análisis pretende transformar el conjunto de datos inicial 

(de variables correlacionadas) en un nuevo conjunto reducido de nuevas variables 

independientes, llamadas componentes principales, que serán un combinación 

lineal de las anteriores y se van construyendo según el orden de importancia en 

cuanto a la variabilidad total que recogen de la muestra. 

                                                           
12

 The R Project for Statistical Computing: www.r-project.org 
13

 http://127.0.0.1:23663/library/FactoMineR/html/00Index.html 
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Con este método, “con variables con alta dependencia es frecuente que un 

pequeño número de nuevas variables (menos del 20% de las originales) expliquen 

la mayor parte (más del 80%) de la variabilidad original” (Ibid.: 137). La técnica se 

le atribuye al matemático Harold Hotteling y tiene sus orígenes en los estudios del 

científico Karl Pearson. Permite representar de forma óptima un espacio general 

en una dimensión más pequeña donde se puedan identificar variables latentes o 

no observadas que están compuestas por un subconjunto de las variables 

originales, y que están generando la variabilidad de los datos. 

 

El primer paso es cargar la matriz de datos en el programa R Project: 

 

Imagen 02: Muestra cargada en R Project. (Anexo 02) 

 

Luego se realizan algunos ajustes que consisten en eliminar la columna 

“municipio” para que no genere inconvenientes al realizar el análisis al no ser 

información numérica, calcular la matriz de varianzas y la matriz de correlaciones 

como método exploratorio inicial: 
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Imagen 03: Matriz de correlaciones en R Project. (Anexo 03) 

 

En este análisis exploratorio inicial, la correlación indica la fuerza y la dirección de 

una relación lineal entre dos variables. Si tenemos dos variables (A y B) existe 

correlación si al aumentar los valores de A lo hacen también los de B y viceversa. 

Estadísticamente, en nuestro grupo de datos podemos afirmar que hay una 

correlación alta entre pares de variables con correlación mayor o igual al 68% e 

incluso encontramos correlaciones por encima del 90% entre las cuales se 

destacan las siguientes: 

 

- Unidades comerciales (E03) y unidades de servicios (E05): el desarrollo 

comercial se complementa de la oferta y demanda servicios. Ambos hacen 

parte del desarrollo económico regular. 

- Unidades comerciales (E03) y población total (E07): la población es capital 

móvil-cliente necesario para el desarrollo del comercio. 

- Unidades comerciales (E03) y personas afiliadas al régimen subsidiado 

(E13): el desarrollo comercial trae consigo ingresos para invertir en salud y 

http://es.wikipedia.org/wiki/Funci%C3%B3n_matem%C3%A1tica
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la necesidad de salvaguardar la salud de la población en tanto cuerpos 

productivos. 

- Población total (E07) y personas afiliadas al régimen subsidiado (E07): La 

población, en tanto ejercito de reserva para el capital, requiere de asistencia 

y prevención médica para ser cuerpos óptimos para el trabajo. 

- Población total (E07) y personas expulsadas (C01): Aparentemente, los 

municipios con mayor población son los que presentan mayores índices de 

expulsión de personas por conflicto armado. 

- Defunciones (E08) y personas expulsadas (C01): Los municipios en los que 

existe mayor número de defunciones presentan un mayor índice de 

expulsión que puede estar asociado a un temor hacia la violencia propia de 

cada municipio. 

- Personas afiliadas al régimen subsidiado (E13) y personas expulsadas 

(C01): El sistema de salud puede tener límites de cobertura bajo los cuales 

un porcentaje de población queda desatendida, no es óptima para el trabajo 

y se convierte en población vulnerable susceptible de desplazamiento. 

- Tasa de homicidio (C03) y Victimas de acto 

terrorista/atentados/combates/hostigamientos (C09): Los municipios con 

mayores tasas de homicidio cuentan con un registro superior de victimas 

por combates y hostigamientos. 

- Secuestros (C07) y tortura (C20): La práctica del secuestro está ligada a 

una intensificación de los métodos de tortura. 

- Desminado (C21), incautación (C22), contactos armados (C23), accidente 

por MAP/MUSE (C24) e incidente por MAP/MUSE (C25): presentan altas 

correlaciones entre todas ellas. Esto puede deberse a que la presencia de 

actores armados va ligado a un mayor uso de material bélico de gran 

impacto. 

 

Si bien esto es un acercamiento exploratorio inicial, es una falacia inferir que 

existe una relación causal entre dos o más eventos por haberse observado 
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una correlación estadística entre ellos. Lo idóneo es observar la funcionalidad del 

conjunto total de variables de forma simultánea y proceder con el análisis por 

componentes principales. 

 

Al ejecutar el paquete FactoMineR para análisis de componentes principales en R 

Project, encontramos los siguientes valores propios: 

 

Imagen 04: Resultado de valores propios en R Project. (Anexo 04) 

 

Cuando existe una alta correlación positiva entre las variables, el primer 

componente principal abarca un alto número de variables con un mismo signo y 

puede interpretarse como un promedio ponderado de dichas variables. Se 

interpreta entonces como un factor global de “tamaño”. Los componentes 

restantes se interpretan como factores de “forma” y por lo general tienen 

coordenadas positivas y negativas en sus variables, lo que implica que 

contraponen unos grupos de variables frente a otros.  

 

Se deben seleccionar componentes suficientes hasta cubrir una proporción 

acumulada de varianza de al menos el 70%. Sin embargo esta regla es arbitraria y 

http://es.wikipedia.org/wiki/Correlaci%C3%B3n
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debe aplicarse según el criterio del investigador si se considera que algunas 

componentes redundan en la explicación. Por ejemplo, es posible que una única 

componente de “tamaño” recoja el 90% de la variabilidad y sin embargo pueden 

existir otras componentes que sean muy adecuadas para explicar la forma de las 

variables. 

 

Observamos que la primera componente explica el 43,18% de la totalidad de los 

datos, la segunda componente explica 12,25%, la tercera componente explica el 

9,74% y la cuarta componente explica 8,04%. El porcentaje acumulado de 

varianza nos muestra que hasta la cuarta componente podemos explicar el 

73,21% del universo de observación o inercia acumulada: 

 

 

       Imagen 05: Inercia acumulada en R Project. 
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Para observar cuales variables aportan en la construcción de cada uno de los 

componentes es preciso calcular la contribución de cada una de ellas y que se 

puede observar más fácilmente en su correlación con cada uno de éstos: 

 

 

Imagen 06: Correlación de las variables con las componentes en R Project. 

 

6.4. Análisis grafico de las componentes 

 

Para no dejar el análisis en una observación plana mediante simple valor de las 

correlaciones, podemos observar las cuatro componentes seleccionadas mediante 

planos vectoriales donde es posible observar la dirección y la contribución de las 
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variables. Las componentes se muestran en parejas donde cada variable está 

representada por un vector con longitud y dirección según la correlación que 

tengan. 

 

 

     Imagen 06: Componentes 1 y 2 en R Project. 

 

6.4.1. Primera componente 

 

Como ya se observó antes, por lo general la primera componente es de “tamaño” 

y abarca casi la totalidad de las variables de forma positiva y, en un menor grado, 

tiene variables negativas de muy baja contribución. Definido lo anterior, 

observamos que la primera componente principal está determinada por las 

siguientes variables según su orden de importancia: 

 

- Defunciones (E08) 

- Personas afiliadas al régimen contributivo (E14) 

- Personas expulsadas (C01) 
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- Victimas indirectas de homicidio (C15) 

- Accidente MAP/MUSE (C24) 

- Unidades de Servicios (E05) 

- Homicidios (C04) 

- Población total (E07) 

- Personas afiliadas al régimen subsidiado (E13) 

- Desminado (C21) 

- Unidades comerciales (E03) 

- Incautación (C22) 

- Contactos armados (C23) 

 

Aquí observamos un comportamiento simultaneo entre el conflicto, en forma de 

enfrentamientos armados y accidentes por material de guerra (E08, C24, C04, 

C21, C22, C23), y una función normalizadora del miedo que se representa en las 

victimas indirectas de homicidios (C15). En este contexto: 

 

“se activan prácticas no directamente homicidas que tienen efectos de 

orden disciplinario sobre el cuerpo de la víctima y normalizador sobre el 

conjunto de la población. Éstas prácticas hacen parte del proceso 

tanatopolítico porque funcionan a partir de mecanismos estratégicos 

propios de la tanatopolítica (miedo y racismo) y porque se articulan 

constantemente con las prácticas directamente homicidas (Criscione, 2011: 

90). 

 

Como se observó anteriormente, al tiempo si bien hay expulsión por 

desplazamiento forzado (C01) hay recepción desde otros municipios (C02) y se 

mantiene un índice de población total (E07). Esto puede entenderse en la forma 

de que la economía no puede quedar sin mano de obra dispuesta a realizar las 

labores comerciales y la prestación de servicios en función de una economía en 

desarrollo. Al parecer, “el desarrollo de la economía de mercado, la multiplicación 
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e intensificación de los intercambios a partir del siglo XVII y la activación de la 

circulación monetaria hicieron que la existencia humana entrara en el mundo 

abstracto y puramente representativo de la mercancía y el valor de cambio” 

(Foucault, 2006: 386). 

 

Todavía no existe información sistemática que permita establecer cómo se 

reconfiguran las estructuras agrarias de las regiones del país con fenómenos de 

desplazamiento forzado intenso. Los estudios realizados por el PNUD (2003, 

2010) indican un proceso de concentración de la tierra y cómo la precariedad 

institucional y el bajo capital social no generan la confianza para que los 

desplazados regresen. Las tierras quedan abandonadas y disponibles para ser 

apropiadas y la estructura agraria se va modificando a favor de quienes tienen la 

capacidad de adquirir la tierra, así sea por medios ilícitos o por la violencia. La 

intervención de la PSD no mejoró el panorama, “cuando llegó la seguridad de 

manos del Estado se presentó la oportunidad de hacer negocios comprando 

tierras con potencial productivo que estaban abandonadas, o cuyos propietarios, 

en general pequeños productores, se encontraban endeudados o no querían 

regresar al campo” (PNUD, 2011: 275). 

 

La funcionalidad del sistema de salud (E13) se presenta como cuidado de la 

población en tanto capital móvil, puesto que el poder sobre la vida no consiste solo 

en ordenarla, sino también en “hacer vivir tan bien a la gente que se llega incluso a 

mantenerlos vivos en el momento mismo en que, biológicamente, deberían estar 

muertos desde hace mucho tiempo atrás” (Foucault, 2000: 225). La salud, como 

parte de la tecnologías que se encargan de controlar las condiciones de vida de la 

población, trata procurar que el cuerpo de los hombres de mantenga sano y apto 

para el trabajo útil (Castro-Gómez, 2010: 129). 

 

La componente en general describe cual es el comportamiento regular de los 

municipios aún con la PSD, que no pretende “aniquilar” al enemigo, sino 
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“gestionar” tasas de criminalidad y conflicto aceptables para permitir el libre flujo 

de factores en la economía. Se procura controlar una serie de acontecimientos 

riesgosos que pueden producirse en una masa viviente. De lo que se trata es de 

actuar mediante mecanismos globales de tal manera que se obtengan estados 

globales de equilibrio y regularidad (Ibíd.: 223).  Por tanto, al tiempo que se 

interviene y combaten las “amenazas” y los “riesgos”, se reconfigura la estructura 

productiva mediante otros fenómenos paralelos que se ven acentuados mediante 

la misma conflictividad y que nos son subsanados por un política integral de 

seguridad y cohesión social. 

 

6.4.2. Segunda componente 

 

Esta componente que es de “forma” se compone por variables con contribuciones 

positivas y negativas. Pretende dar una explicación conjunta adicional de 

fenómenos que se presentan de manera simultánea ante el contexto descrito por 

la primera componente.  

 

Se logra observar una contribución positiva de los secuestros (C07), las víctimas 

directas de desaparición forzada (C12), las víctimas de tortura (C20) y en menor 

medida las victimas indirectas de desaparición forzada (C13). En contraposición a 

estas variables, está una reducción de la población con necesidades básicas 

insatisfechas (E06) y en condiciones de miseria (E01).  

 

Esto nos permite describir un contexto que refuerza al ya expuesto en la primera 

componente donde, mientras que la economía se desarrolla con su libre flujo de 

factores productivos, se presentan varios casos de desapariciones y amenazas 

que pueden asociarse al problema mismo de la tierra. Las irregularidades y 

violaciones flagrantes a la ley, facilitaron la compra masiva de predios en la región 

de los Montes de María, donde influyó fuertemente el desplazamiento forzado y el 

despojo de tierras a los campesinos con mejores condiciones de vida puesto que 
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contaban con tierra cultivable y posibilidad de autosostenimiento. Quienes se 

benefician de esta situación, “han sido los actores armados ilegales, en su 

mayoría paramilitarismo, en complicidad con algunas autoridades locales, 

notarias, oficinas de instrumentos públicos, y varios políticos de la región; estas 

alianzas cumplieron con el propósito de revestir con apariencia de legalidad el 

despojo violento (ILSA, 2012: 48). 

 

 

          Imagen 07: Componentes 3 y 4 en R Project. 

 

6.4.3. Tercera componente 

 

A partir de la tercera componente encontramos una cantidad muy reducida de 

explicabilidad del universo de datos, pero que sin embargo demuestra conjuntos 

de variables que aportan evidencia interesante para ampliar la comprensión del 

contexto de la primera componente.  
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En esta componente encontramos contribución positiva por parte de la tasa de 

homicidio (C03) y las víctimas directas de secuestro (C18). Como contraparte 

están las víctimas de amenaza (C10), el área total (E12), los delitos contra la 

libertad y la integridad sexual (C11) y el homicidio a sindicalistas (C05). 

 

Lo primero que resalta es la contribución negativa del área total, puesto que nos 

permite observar que entre más grande sea un municipio hay menos homicidios y 

secuestros. Esto denota que el control territorial está determinado por la capacidad 

que tengan los grupos ilegales de afectar directamente a la población cuando no 

se encuentra tan dispersa geográficamente. Como contraparte, en lugar de incidir 

violentamente de forma directa a un número grande de población, se valen del 

terror por medio de las amenazas y el accionar selectivo en contra de sindicalistas 

y población LGBTI. La inmunización a altas dosis es el sacrificio del viviente 

(Esposito, 2009: 115). 

 

Por un lado, los campesinos, líderes y lideresas víctimas del despojo y del 

abandono forzado de tierras que han denunciado alianzas entre grupos ilegales y 

los poderes locales, han sido asesinados, o se encuentran amenazados (ILSA, 

2012: 48). Por el otro se presenta una especie de “limpieza social” donde el otro 

es inmediatamente “delincuente”, “loco”, “anormal”, “drogadicto” etc., un factor de 

peligrosidad, produciendo miedo, y que funciona como advertencia social para la 

población (Criscione, 2011: 91). 

 

6.4.4. Cuarta componente 

 

Finalmente en la cuarta componente encontramos una contribución positiva por 

parte de la tasa de homicidio (C03) y las víctimas de acto 

terrorista/atentados/combates/ hostigamientos (C09). De forma negativa está la 

tasa de alfabetismo (E11), la tasa de nivel educativo técnico y profesional (E10) y 

las unidades de industria (E04). 
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Analizando este caso de forma inversa, observamos que los municipios con mayor 

industrialización son los mismos con mejores condiciones educativas y con mayor 

evolución en los indicadores de seguridad. La reducción de los homicidios y de las 

acciones bélicas de los grupos ilegales contribuye al desarrollo económico 

acelerado con características principalmente industriales. 

 

7. ANÁLISIS Y CONCLUSIONES 

 
7.1. Tecnologías de gobierno en los Montes de María: el paradigma de la 

seguridad 

 

Se ha definido que las tecnologías de gobierno son aquel tipo de tecnologías que 

suponen la libertad de los gobernados y simultáneamente es un dominio con el 

consentimiento de ellos, lo cual debe ser compatible con los supuestos de un 

sistema político democrático. Estas tecnologías operan en el marco de la 

gubernamentalidad donde se incide en la conducta de los otros mediante una 

intervención regulada de sus acciones y posibilidades, ejerciendo la biopolítica y 

usando como instrumento a los dispositivos de seguridad. 

 

Hay que tener en cuenta que la generación del riesgo es una condición propia de 

la racionalidad neoliberal para estimular la competitividad y que simultáneamente 

es necesario identificar una amenaza constante que permita operar a la razón de 

Estado. Dado esto, “sin la condición del riesgo la comprensión del gobierno no es 

posible; o en otras palabras, [solo] a partir de la amenaza como materialidad del 

riesgo es comprensible una definición de la naturaleza del Estado” (Vega y 

Ceballos, s.f.: 04). 

 

Analizando los antecedentes discursivos de la PSD, en el 2002 el entonces 

entrante presidente de Colombia Álvaro Uribe en su discurso de posesión destacó 

que: “La Nación entera clama por reposo y seguridad”. Y en 2006 al volver a 
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posesionarse enfatizó: “No nos frena el miedo para negociar la paz. Confieso que 

me preocupa algo diferente: el riesgo de no llegar a la paz y retroceder en 

seguridad”. Los conceptos de seguridad y dignidad permiten a la gente entregarse 

a la “borrachera colectiva” de la guerra y se impone la unidad para enfrentar al 

enemigo único: la muerte, donde se eleva como una necesidad unirse a la causa o 

ser derrotado (Zuleta, 1985: 78). La contraposición amigo-enemigo de la cual 

habla Schmitt (1991) asigna al Estado la función de crear el sujeto de esta 

contradicción, “agrupando a la fuerza básica (el pueblo) en torno a diferenciadores 

esenciales frente a quienes no comparten la identidad fundante (enemigos) sea 

que ellos procedan del interior del territorio o del exterior” (Useche, 2012: 263). 

 

Las tecnologías de gobierno se mueven entre la categorización de un gobierno 

“fuerte”, con capacidad de controlar todo tipo de amenaza y mantener indicadores 

aceptables (tolerables) de criminalidad, y una forma de liberalismo que enfatiza las 

técnicas gubernamentales que permitan hacer de la libertad una condición 

“segura” para los procesos económicos y su desarrollo. Así, la preservación del 

poder político depende de la cuidadosa selección de los temas por los que se 

gobierna, entre ellos la protección (y la sensación de seguridad) es de primordial 

importancia. Bauman (2008: 80) destaca lo siguiente:  

 
[…] la mentalidad de “fortaleza asediada” y de posesiones y cuerpos 

individuales amenazados debe ser cultivada de manera activa. Las 

amenazas deben pintarse con el más oscuro de los colores, de modo que 

lo que pueda presentarse posteriormente al asustado público en general 

como extraordinario no sea el advenimiento de la catástrofe asegurada, 

sino la no materialización de las amenazas: todo un golpe de suerte por el 

que la población estará en deuda con las habilidades, la vigilancia, la 

atención y la buena voluntad excepcionales de los órganos del Estado. Y 

tal como debe hacerse, se hace. Y con ello se obtiene un efecto 

espectacular.  
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En los Montes de María, la percepción de inseguridad y el amplio aparato militar 

con que contaban los grupos al margen de la ley, supuso la necesidad inmediata 

de actuar de forma excepcional para recuperar el “orden”. Se esgrime entonces 

como inevitable la producción de un “emergencia”, dando prioridad absoluta a las 

condiciones de seguridad implantando una política intensiva contra los 

delincuentes y reiterando asiduamente advertencias de que un peligro está 

preparado para atacar con casi total certeza en algún lugar y en algún momento.  

La excesiva atención hacia los temas de seguridad y hacia la connotación de un 

“enemigo-amenaza-constante” es provechosa para el desarrollo económico, 

desigual, del neoliberalismo. Según Herrera (2007: 23), “el patrioterismo distrae la 

miseria de las multitudes porque les promete la seguridad sin transformación 

social. La guerra es vendida popularmente como condición sine qua non14 para 

promover la igualdad real futura para los muchos”. Esto permite interpretar que la 

política para promover la seguridad, pareciera convertirse paradójicamente en una 

fuente de inseguridad en otros aspectos vitales, lo cual, dentro de la 

gubernamentalidad puede entenderse como una “acción a distancia” en la que en 

lugar de afectar a los individuos directamente, se opera sobre su medio ambiente 

y sus condiciones de vida como población (Foucault, 2006: 41). De esta forma hay 

una obligación de participar “libremente” en un mercado competitivo para subsistir, 

y dicha competencia, a su vez, es aquella que genera “equilibrios” para la libre 

oferta-demanda de factores de producción que procura la maximización de las 

ganancias privadas. 

 

De esta forma, la soberanía termina considerándose como la capacidad de 

producir una incesante seguridad frente a las amenazas siempre latentes que 

simultáneamente brinda la libertad económica a aquellos que se integren a la 

unidad política: 

 

                                                           
14

 “sin la cual no” 
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En todo caso, en los distintos momentos de desarrollo de la lógica 

capitalista, hay un papel que es comúnmente asignado al soberano: 

garantizar la seguridad sobre la que pueda hacerse efectiva la libertad de 

comercio, o se pueda proteger la propiedad privada, o se mantenga el 

“equilibrio” entre la afirmación de unos ciertos intereses colectivos, sin que 

por ello se mellen las salvaguardias para los intereses particulares 

(Useche, 2012: 264). 

 

La gubernamentalidad liberal radica entonces en una forma de intervención del 

Estado en términos de gestión del riesgo que, sin embargo, favorece la no 

intervención en otras esferas en la cuales debe primar la libertad del mercado. Es 

decir que “la incitación a vivir peligrosamente del liberalismo implica el 

establecimiento de múltiples mecanismos de seguridad. Libertad y seguridad: los 

procedimientos de control y las formas de intervención estatal requeridas por esta 

doble exigencia constituyen la paradoja del liberalismo. No hay liberalismo sin 

cultura del peligro” (Foucault, 2007: 87). Las tecnologías de gobierno del 

liberalismo, junto al paradigma de la seguridad, conforman un conjunto de 

prácticas que permite el mantenimiento de unas relaciones asimétricas de poder 

político y económico, pero que a pesar de esto, son consentidas y aceptadas por 

los gobernados. 

 

7.2. El concepto del campo en los Montes de María: espacio geográfico 

determinado transformado en espacio biopolítico absoluto 

 

La región de los montes de María es un espacio por reconstruir y la cual ha sido 

invisibilizada en su esencia. Primero era visible como despensa alimentaria de la 

Costa Atlántica y por su organización campesina, pero hoy día se ha hecho visible 

como "región problemática", violenta, con vacíos de gobierno y fisuras entre la 

gobernabilidad local y los anhelos de la gente (PNUD, 2003: 18). Esta 

problemática regional está caracterizada por exclusiones e inequidades propias de 
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una región con una abrumadora pobreza, escondida en los pliegues de la 

geografía e invisible a las políticas públicas de "rehabilitación democrática". 

 

Durante la PSD se adelantaron mecanismos de excepción si se considera que se 

actuó para recuperar a toda costa la tan anhelada seguridad en varias regiones 

del país. Un primer indicio es que mediante decreto 1837 del 11 de agosto de 

2002 se declaró Estado de Conmoción Interior argumentando que “la Nación 

entera está sometida a un régimen de terror en el que naufraga la autoridad 

democrática y hace cada vez más difícil y azarosa la actividad productiva, 

multiplicando el desempleo y la miseria de millones de compatriotas”; por lo que 

adicionalmente mediante decreto 2002 del 9 de septiembre del mismo año se 

confirió a la Fuerza Pública facultades extraordinarias considerando que “existen 

zonas del país especialmente convulsionadas por el accionar de las 

organizaciones criminales” a las que hay que “aplicarles medidas específicas para 

conjurar las causas de perturbación del orden público e impedir la extensión de 

sus efectos” y en las que resulta “necesaria la aplicación de una o más de las 

medidas excepcionales”.  

 

Se adoptaron medidas para el control del orden público y se definieron las Zonas 

de Rehabilitación y Consolidación. Estos decretos son pilares fundamentales de la 

política de PSD adelantada por este gobierno, puesto que en estos se enmarca 

como una necesidad ineludible hacer presencia en el territorio por medio de la 

Fuerza Pública aludiendo a que los grupos insurgentes se han mimetizado al 

interior de la sociedad civil, donde pueden ocultar sus armamentos y abastecerse, 

por lo cual se autorizan las “aprehensiones preventivas”, “inspeccionar o registrar 

domicilios” y “reglamentar la circulación y permanencia de personas y vehículos” 

con el fin de “identificar y judicializar de manera eficaz a los miembros de las 

organizaciones criminales y de prevenir la participación de estas en conductas 

punibles”. La excepción supone un desorden que requiera una facultad ilimitada 

para su restitución, es decir, un desorden suficientemente capaz de ser intervenido 
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mediante decisión soberana. Si bien un fallo de la Corte Constitucional acabó con 

esta figura del Estado de Conmoción, siguieron adelante los programas de 

recuperación de estas zonas (Política de Defensa y Seguridad Democrática, 2003) 

y en el 2007 fueron epicentro de los Centros de Coordinación de Acción Integral 

(CCAI), que tienen como propósito cumplir con los objetivos de Consolidación de 

la política de PSD. 

 

La PSD adelantó una estrategia integral en el país que pretendió subsanar las 

circunstancias de confianza y seguridad en la población mediante el incremento de 

la operatividad de la Fuerza Pública. Se entiende que esto generó un entorno más 

favorable para el crecimiento económico y la estabilidad  institucional del país al 

mejorar la confianza inversionista y recuperar el orden público. La disminución de 

las principales cifras  de violencia y criminalidad del país, así como la mejora en 

los indicadores económicos, se consideran como testimonio de los efectos que 

surtió esta inversión en materia de seguridad. 

 

Sin embargo, la predominancia de la seguridad bajo la PSD en las ZRC conllevó a 

una recuperación de lo gubernamental a través de una espacialización de la 

biopolítica en sus dos elementos centrales: población y territorio. Tomando control 

del territorio mediante el incremento del pie de fuerza y articulando practicas 

homicidas y de violación de los Derechos Humanos donde el objetivo último no fue 

“aniquilar” elementos disociables sino poner en práctica una “gestión” de las 

variables criminales como parte vinculante del modelo económico liberal y de la 

gubernamentalidad. Si bien el Estado de Conmoción Interior que respaldaba las 

ZRC tuvo un límite de aplicación, es posible entender a éste como una 

herramienta a partir de la cual se construyó una lógica de excepción, amparada y 

reproducida por la PSD, donde la necesidad imperante de recuperar el orden 

público implicó que en cualquier momento cualquier individuo fuera 

potencialmente abusable, sacrificable o desechable especialmente en las regiones 

declaradas como ZRC en beneficio de optimizar la libre movilización de factores 
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productos en la economía. Si bien la PSD en su totalidad no constituyó un estado 

de excepción en sí, se puede entender a la misma como una especie de 

“constitución secreta” que funcionó como el real derrotero político y agenda de 

gobierno, desplazando de facto el marco constitucional vigente que ve socavada 

su orientación política fundadora (Guerrero, 2011: 116). 

 

Las ejecuciones extrajudiciales y los falsos positivos, las desapariciones forzadas 

y las detenciones arbitrarias, antes que casos aislados y desviaciones 

individuales, ganaron la magnitud de políticas y acciones institucionales en la 

medida en que se generalizaron o se ejecutaron ante la omisión, tolerancia o 

mirada impasible y a veces cómplice de entes controladores o superiores 

jerárquicos hasta pretender, en muchos casos, alcanzar la impunidad (Atehortúa, 

2009: 72). El Banco de Datos del CINEP en su Revista Noche y Niebla, señala 

que en los municipios declarados como ZRC se presentaron grandes casos de 

ejecuciones extrajudiciales, tortura, desaparición forzada o amenazas. “El 

establecimiento de las zonas de rehabilitación y consolidación no trajo mejora 

significativa en la protección del derecho fundamental a la vida. Las ejecuciones 

extrajudiciales continuaron presentándose allí tanto en su modalidad “selectiva” 

como en su modalidad de masacre. (Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para los Derechos Humanos, 2003) 

 

La visibilidad de los problemas de la PSD y el deterioro de sus mecanismos de 

acción, si bien cuentan con un gran número de investigaciones tendientes a 

develar la magnitud de sus errores a la par de su éxito en virtud de su principal 

objetivo (recuperar la seguridad y el territorio), carecen de una interpretación 

biopolítica de las ZRC que evidencie la administración de la vida en estos 

“espacios” donde durante la PSD no se no se consolidó una paz, sino que 

siguieron operando de manera “normal” las violaciones hacia la población y la 

correlación de estas prácticas con el desarrollo de la economía de las regiones. 
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El caso de la región de los Montes de María constituye un escenario geográfico 

que se puede considerar emblemático no solo por las dinámicas de la guerra en la 

que intervienen múltiples actores armados en virtud de controlar la región, sino 

también por la violación de los Derechos Humanos y la reconfiguración de 

actividades productivas agroindustriales durante el tiempo de aplicación de la 

PSD. Constituye un espacio donde el paramilitarismo replegó a las guerrillas a las 

zonas montañosas; una ubicación estratégica para el tráfico de armas y 

estupefacientes; una zona donde se llevó a cabo un proceso de desmovilización 

paramilitar que vio posteriormente un rearme y reestructuración de los mismos 

como “bandas criminales” que siguieron operando en contra de la población y 

ejerciendo una especie de “para-policía”; municipios donde la red de cooperantes 

condujo a una paranoia y señalamientos a la población;  un lugar donde ha habido 

un reordenamiento de la propiedad en virtud de un modelo de desarrollo 

agroindustrial que requiere de grandes extensiones de tierra que no fueron 

adquiridas de forma legal, un contexto en el que ha predominado la concentración 

de la tierra y el despojo (por medio de amenazas, desplazamiento, titulaciones 

fraudulentas, entre otros) y donde se iniciaron grandes cultivos que devinieron en 

nuevas formas de empleo e ingreso de forma regulada para la población; y es, 

además, un lugar de confinamiento y concentración donde se presentaron 

desplazamientos internos de la población, controles de la movilidad, supervisión 

en la compra y abastecimiento de alimentos de la población, y una fuerte 

estigmatización y persecución de dirigentes campesinos (ILSA, 2012).   

 

Mediante la PSD se hicieron severos ajustes a la política de seguridad territorial 

basándose en la vigilancia automática y la respuesta inmediata a cualquier 

amenaza contra el orden. En el documento oficial de dicha política afirma que la 

principal preocupación del gobierno es “recuperar el orden y la seguridad [...] para 

garantizar la protección de los ciudadanos” (2003: 1) y entre las “amenazas” se 

destaca la “criminalidad común” la cual (junta a otras) “constituye[n] un riesgo 

inmediato para la Nación, las instituciones democráticas y la vida de los 
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colombianos” (Ibíd.: 24). Pero lo que en términos reales hizo fue regular los 

indicadores referentes al crimen sin eliminar eventualmente cualquier amenaza o 

riesgo. Por el contrario, durante su ejecución y “control” del crimen, un sinnúmero 

de violaciones al derecho a la vida fueron posibles y permisibles, y en varias 

ocasiones con complicidad de la Fuerza Pública y las autoridades locales. De esta 

forma es como nos encontramos con un espacio biopolítico absoluto: 

 

La esencia del campo consiste en la materialización del estado de 

excepción y en consiguiente creación de un espacio para la nuda vida 

como tal […] nos encontramos virtualmente en presencia de un campo 

cada vez que se crea una estructura de esta índole, con independencia de 

los crímenes que allí se hayan cometido y cualesquiera que sean su 

denominación y sus peculiaridades topográficas (Agamben, 2010: 40-41) 

 

Con la PSD la región no se consolidó como un territorio de paz, sino que se 

mantuvo como un proceso incesante de acciones, relaciones, objetos y actores, 

de violencia y muerte producto de las antagónicas prácticas sociales. Mediante el 

control de ciertos crímenes se permite la ejecución de otros, es un espacio 

constantemente transformado y en algunos casos destruido física o materialmente 

para que la razón de Estado permita el desarrollo del mismo capital. El campo se 

convierte en “el nuevo regulador oculto de la inscripción de la vida en el orden 

jurídico, o más bien en el signo de la imposibilidad de que el sistema funcione sin 

transformarse en una máquina letal” (Ibíd.: 42), ese espacio donde la ley ya no 

prescribe nada, “allí los hombres están a merced del puro arbitrio de los 

guardianes” (Saidel, 2006: 4). 

 

7.3. La función del campo en el desarrollo económico (La excepción dentro 

del liberalismo) 

 

En una región donde existen múltiples agentes que le disputan la hegemonía al 

Estado en su función de unificador social, se va constituyendo un espacio de lo 
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público, complejo, contradictorio, inestable, agonal, que se desvincula del orden 

político y escapa de la aplicación del derecho en forma total. Así aparecen formas 

de vida excepcionales, desligadas de la protección legítima del Estado y que son 

virtualmente despreciables, “abandonados por la ley, dejándolos a merced de la 

muerte a manos de cualquiera” (Ibíd.). En una situación donde prima la 

intervención en materia de seguridad: 

 

El poder no tiene hoy otra forma de legitimación que la situación de peligro 

grave a la que apela en todas partes de forma permanente y que al mismo 

tiempo se esfuerza por producir secretamente […] entre tanto la nuda vida, 

que constituía el fundamento oculto de la soberanía, se ha convertido en 

todas partes en la forma de vida dominante. Es un estado de excepción 

que ha pasado a ser normal (Agamben, 2010: 15-16). 

 

Dado que en el campo todo es posible y se activan prácticas tanatopolíticas 

(homicidios, amenazas, secuestros, torturas, desplazamientos) que operan de 

manera “aceptable” en razón de un libre desarrollo simultaneo de los factores 

productivos, es el perfecto escenario para los flujos mercantiles materiales y de 

personas. El desarrollo, en su concepción convencional, es un discurso o 

paradigma que hace referencia al logro de avanzadas formas económicas y 

tecnológicas de producción, distribución y consumo que necesita de estándares de 

seguridad, pero también es permisivo con el crimen localizado que permite 

erradicar obstáculos y generar un efecto normalizador y dócil en la población. 

 

En los Montes de María se llevaron a cabo múltiples formas de despojo y 

abandono de tierras: a partir de coerción y violencia sin el uso de figuras jurídicas, 

con amenazas contra la vida e integridad física, actos ejemplarizantes y cadenas 

de pánico, torturas, asesinato e intimidación (PNUD, 2011; ILSA, 2012). Además 

de esto, ante una acción repetitiva “los hechos se tornan todos idénticos y 

desaparece lo específico de su acontecimiento. Todos los crímenes son iguales, y 
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en tanto se repiten sin identidad ni diferencia, producen siempre las mismas 

reacciones; la misma actitud natural que normaliza y permite aceptación pasiva del 

suceso siniestro” (Cepeda, 1999: 100). 

 

En el desarrollo económico se asigna un papel protagónico a los mercados y a la 

iniciativa privada, al tiempo que se busca reducir la intervención estatal 

restringiéndola a situaciones específicas como el “control” (no eliminación) del 

crimen. La concepción del papel del Estado cambia para hacer más racional y 

reducida su intervención, y ampliar el campo de acción del sector privado a través 

de la generación de mayores externalidades (positivas y negativas) necesarias 

para la maximización de los beneficios.  

 

Todo el aparato económico se concibe en busca de un equilibrio, en donde 

el mercado se referencia como un fin en sí mismo, de tal manera que el 

entorno natural y el ser humano terminan puestos al servicio de ese fin. Es, 

al mismo tiempo, tanto la disyunción del sistema económico y la naturaleza, 

como un largo paso hacia la deshumanización de tal sistema de producción 

(Useche, 2012: 274). 

 

Se crea un espacio de abandono del Estado en lo social, donde a muchos les toca 

improvisar aprendizajes para sobrevivir, ya sea porque han perdido su relación 

vital con la tierra pues han sido expulsados de ella o porque todo el entorno laboral 

ha cambiado y ahora las exigencias de conocimiento son otras y mudan a cada 

rato. El mundo plano de los mercados en equilibrio que supone el neoliberalismo 

se alimenta por un espacio de producción de inseguridad social. 

 

Desarrollo y modernización no son lo mismo, pero son discursos que se combinan 

y se complementan. La modernización se entiende como un tránsito de las 

sociedades tradicionales hacia la modernidad conquistando mediante la tecnología 
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a la naturaleza, la vida social y las prácticas culturales con pretensiones de 

hegemonía sobre otras tradiciones y racionalidades prácticas (PNUD, 2003: 23) 

 

En los Montes de María, región eminentemente rural y agropecuaria, los efectos 

de la modernización en favor de proyectos agroindustriales que aparecieron 

gracias a la intervención estatal en términos de seguridad, se tradujeron en un 

empobrecimiento generalizado y una disminución contundente del grado de 

bienestar material de la región (ILSA, 2012). Las condiciones de pobreza y 

exclusión social de la mayoría de agentes productivos de la zona, al final terminan 

siendo un elemento precursor para la agudización del conflicto social de la región. 

El fortalecimiento del mercado a través de la guerra “conlleva la imposibilidad de 

comprender la alteridad, la diferencia y el pluralismo, materializando la tendencia a 

que los conflictos se conviertan en luchas con mayores o menores grados de 

violencia letal” (Useche, 2012: 271). 

 

La agudización de la industria deja al pequeño productor frente a un modelo en el 

que se impone la eficiencia económica y una supuesta capacidad competitiva. 

Esta situación genera una inmensa masa excluidos. Los proyectos económicos 

agroindustriales en la región, trajeron consigo la expulsión y sacrificio de formas 

de vida que no eran compatibles con el nuevo modelo económico. Pero en este 

contexto, las iniciativas empresariales de carácter  agroindustrial gozan de 

legitimidad, bajo el supuesto de que el mercado incorporará paulatinamente a 

todos los agentes excluidos de los procesos de crecimiento y desarrollo.  

 

Por lo tanto, bajo el nuevo modelo económico y el paradigma de seguridad, ya no 

se imponen leyes y castigos sobre los hombres que habitan un territorio, sino que 

se despliega todo un conjunto de excepciones, técnicas y tácticas de gobierno que 

permiten al cuerpo social conducirse de tal forma que sus acciones puedan 

generar un aumento de riquezas para el Estado.  Así, el régimen es una institución 

de policía para enfrentar las amenazas continuas, en todo lugar y momento, pero 
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simultáneamente se perpetúa una especie de confrontación micropolítica y 

macroeconómica que desata nuevos órdenes regidos por la necesidad de 

protección y la búsqueda de beneficios privados. 
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9. ANEXOS 

 
Anexo 01: Fuentes de las variables 
 

Variable Descripcion Fuente

E01 % Población en condiciones de miseria 

E02 # Unidades agricolas

E03 # Unidades comerciales

E04 # Unidades de industria

E05 # Unidades de servicios

E06 % NBI total

E07 Población total

E08 Defunciones

E09 Indice de PEA

E10 Tasa de nivel educativo técnico y profesional

E11 Tasa de alfabetismo Departamento Nacional de Planeación

E12 Área total (hect) Instituto Geográfico Agistín Codazzi

E13 Personas afiliadas al regimen subsidiado

E14 Personas afiliadas al regimen contributivo

C01 Personas expulsadas

C02 Personas recibidas

C03 Tasa de homicidio

C04 Homicidios

C05 Homicidio a sindicalistas

C06 Homicidio de concejales

C07 Secuestros

C08 Abandono o Despojo Forzado de Tierras

C09 Victimas de acto terrorista/atentados/combates/ hostigamientos

C10 Amenaza

C11 Delitos contra la libertad y la integridad sexual

C12 Desaparición forzada (D)

C13 Desaparición forzada (I)

C14 Homicidio (D)

C15 Homicidio (I)

C16 Minas antipersonal/Munición sin explotar/Artefacto explosivo

C17 Perdida de Bienes Muebles o Inmuebles

C18 Secuestro (D)

C19 Secuestro (I)

C20 Tortura

C21 Desminado

C22 Incautación

C23 Contactos armados

C24 Accidente MAP/MUSE

C25 Incidente MAP/MUSE

Departamento administrativo nacional de Estadística

Ministerio de Protección Social

Red Nacional de Información - Unidad para la 

Atención y Reparación Integral a las Víctimas

Observatorio del Programa Presidencial de Derechos 

Humanos y Derecho Internacional Humanitario

Red Nacional de Información - Unidad para la 

Atención y Reparación Integral a las Víctimas

Observatorio del Programa Presidencial de Derechos 

Humanos y Derecho Internacional Humanitario
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Anexo 02: Muestra cargada en R Project 
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Anexo 03: Matriz de correlaciones en R Project 
 

 



 

78 

 

Anexo 04: Resultado de valores propios en R Project 
 

 


